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I. INTRODUCCIÓN 

 

El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), una 

reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Constitución) que 

contenía, entre otras cuestiones, una modificación al artículo 41, fracción I, segundo 

párrafo, para incluir la paridad1 en los poderes legislativos federal y locales. 

Dicha modificación trajo consigo sendos avances en relación con la igualdad 

sustantiva2 en el ámbito político electoral, ya que la paridad no se agotó en las legislaturas, 

tal como se había dispuesto, sino que por la vía administrativa, a través de los organismos 

públicos electorales locales y del Instituto Nacional Electoral (INE), y la jurisdiccional, a 

través de los tribunales electorales locales y Federal, se incorporaron reglas que impactaron 

también en la conformación de los ayuntamientos y de los órganos internos de decisión de 

los partidos políticos.  

No obstante, había otros espacios de toma de decisión en los que se necesitaba 

incluir reglas que forzaran la participación de las mujeres, por lo que el Congreso de la 

Unión aprobó una nueva reforma conocida como “paridad en todo”, publicada en el DOF el 

16 de junio de 2019, mediante la que se modificaron diversos artículos de la Constitución 

 
1 Aunque la paridad será definida con detalle más adelante, aquí se puede adelantar que es un principio que 

implica la consecución de la igualdad entre mujeres y hombres en el acceso al poder político.  
2 La igualdad sustantiva es aquella que va más allá de la igualdad ante la Ley, y reconociendo todas las 
desigualdades, se encarga de implementar acciones de diferente tipo para hacerla realidad. Así lo ha señalado 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por ejemplo, en la tesis: Derecho a la igualdad sustantiva. Las 

políticas públicas lo transgreden cuando desconocen las necesidades y desventajas a las que se enfrentan las 

personas con discapacidad. Amparo directo en revisión 8314/2019. Javier Ezra González Gómez. 23 de 

septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 

Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José 

Fernando Franco González Salas; y se apartaron de consideraciones Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 

Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. Esta tesis se publicó el 

viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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con el objeto de establecer la obligación de que todos los órganos públicos colegiados3 se 

integraran paritariamente -no solo los electos por la vía electoral-, y que, en la designación 

de las y los titulares de las Secretarías de Estado, también debía observarse dicho principio. 

Es decir, con esta segunda reforma constitucional, se busca garantizar la repartición 

equilibrada de poder político entre los géneros en todos los espacios de toma de decisiones 

del ámbito público.  

De esa manera, aunque las reglas de paridad actualmente impactan en todos los 

espacios del ámbito público, para lograr la igualdad sustantiva es necesario eliminar todo 

tipo de obstáculos que pongan a las mujeres en desventaja a la hora de buscar acceder a 

dichos puestos de decisión o a la hora de ejercerlos. Entre esos obstáculos está la violencia 

que muchas mujeres han tenido que enfrentar, y que generalmente afecta, retrasa o 

disminuye su incorporación o permanencia en los puestos públicos. 

A esa violencia se le ha conceptualizado como violencia política por razón de 

género (en adelante violencia política) y reúne tres elementos fundamentales: a) una acción 

u omisión, b) motivada por el género o que tenga un impacto diferenciado en las mujeres y 

c) afecta derechos político-electorales.4 Esta a veces se presenta de forma agresiva y clara, 

por ejemplo, a través de amenazas frontales para dejar un puesto público, pero también se 

manifiesta de formas “sutiles”, por ejemplo, cuando se asignan menos recursos económicos 

y materiales para candidatas a puestos de elección popular que a candidatos.  

Lo anterior ha implicado que se busquen mecanismos para sancionar estas 

conductas, habiendo esfuerzos a nivel local y federal, principalmente a través de los 

 
3 Es decir, aquellos que están conformados por más de una persona titular, por ejemplo, el INE que está 

conformado por once consejeros y consejeras.  
4 Más adelante se mencionará la definición adoptada en el marco legal, no obstante, de su análisis se concluye 

que, en síntesis, se trata de conductas que reúnen los tres elementos mencionados. 
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tribunales electorales, cuyas resoluciones han atendido dichas conductas sin que hubiere un 

marco legal que detallara ante quién debía denunciarse y cómo debía sancionarse. En 

muchos de estos casos se utilizó el Protocolo para la Atención de la Violencia Política 

contra las Mujeres (en adelante el Protocolo) como guía.  

Si bien muchos casos fueron resueltos, el vacío legal representó un problema que 

debía solucionarse, pues el Protocolo no era vinculante y tampoco una fuente de conductas 

sancionables en sentido estricto, por lo que el pasado 13 de abril de 2020, se publicó en el 

DOF un decreto con reforma a diversos artículos de diferentes leyes generales y federales 

con el objeto de reconocer y sancionar la violencia política (en adelante reforma de abril de 

2020). A través de ese Decreto se definió qué se entiende por violencia política y se 

establecieron las vías de denuncia, investigación y sanción.  

Aunque la reforma era urgente y necesaria, se considera que puede haber problemas 

a la hora de materializar algunos de los aspectos que dispone, pues se identifica que al 

momento de la ejecución de algunas de las normas reformadas se generan tensiones con 

otros principios, procesos y derechos humanos, que podría terminar por minar la 

efectividad de las disposiciones recién incorporadas, y con ello la capacidad del cambio 

deseado.  

En particular se identifica que 1) incorporar una definición general y muchas 

manifestaciones, 2) que se haya establecido que su atención por la vía electoral sería a 

través del proceso especial sancionador, 3) que además se haya establecido una 

multiplicidad de vías para sancionar, y 4) que se haya contemplado como un requisito de 

elegibilidad para puestos de elección popular no contar con sentencia penal por violencia 

política, son los principales componentes que entran en tensión al momento de aplicar las 

normas reformadas. 
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En ese sentido, este proyecto analiza cómo ha sido la incorporación legal de la 

figura de violencia política en México, desde las sentencias de los tribunales electorales 

locales y Federal, el Protocolo para Atención de la Violencia Política contra las Mujeres y 

hasta la reciente reforma de abril de 2020, para luego explicar cuáles son (y por qué) las 

tensiones que podrían afectar el cumplimiento de su principal objetivo: que las mujeres 

cuenten con mecanismos claros y eficaces para denunciar la violencia política.   

En primer lugar, se explicará cuál es el problema identificado, la justificación de 

este trabajo y los objetivos. Posteriormente, en el marco teórico se hará un breve recuento 

sobre la relación entre el principio de paridad y la violencia política, ya que su relación es 

íntima en la medida en que las reglas de paridad han sido insuficientes para lograr un 

terreno igualitario para la participación política entre mujeres y hombres y por ello se 

transitó ha hablar de violencia política. Posteriormente, se mencionarán algunos 

precedentes de los tribunales electorales locales y Federal, previos a la reforma de abril de 

2020, en los que, con base en el Protocolo, se dio salida a los casos denunciados, y se 

marcaron algunas reglas sobre la atención. Luego se explicarán los mecanismos 

incorporados para la atención y sanción de la violencia política mediante la reforma de abril 

de 2020. Después se formulará la hipótesis y se expondrán las pruebas cualitativas de la 

misma. Finalmente, en el apartado de conclusión, se señalan cuáles son las propuestas de 

modificaciones legales para resolver los problemas que se estudiarán con miras al próximo 

proceso electoral federal.  

Este artículo es de tipo cualitativo y para él se utilizarán diversas leyes, sentencias y 

jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación y el Decreto mencionado con antelación publicado en el 

Diario Oficial de la Federación publicado el 13 de abril de 2020. Asimismo, se hará la 
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revisión bibliográfica necesaria para comprobar las hipótesis planteadas como problemas de 

la reforma sobre violencia política de abril de 2020.  

La presente investigación es propia del área socio-jurídica, y se caracteriza desde el 

ángulo del problema de tipo empírico, por lo que señala que la posible solución queda 

confirmada con los datos reales (hipótesis) (Tantalean, 2019). En este sentido, se destaca en 

esta investigación los componentes (variables) más importantes y la relación que existe 

entre ellos y la unidad de análisis. 

 

II. JUSTIFICACIÓN 

 

Como se mencionó, la violencia política es uno de los principales obstáculos para la 

participación política de las mujeres. Este tipo de conductas habían sido atendidas mediante 

interpretaciones forzadas sobre las competencias que tienen las autoridades electorales, 

pues legalmente, es decir, en la Ley, ninguna tenía competencia para sancionar u ordenar 

reparaciones por estas conductas.  

Las expectativas depositadas en el Decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 13 de abril de 2020 son altas, pues es la instrumentación de los mecanismos 

para hacer frente a la violencia política, por lo que es sumamente importante que dicha 

instrumentación, a su vez, no enfrente otros obstáculos.  

Sin embargo, del análisis del Decreto se desprenden varias tensiones que 

obstaculizarán la efectividad de los mecanismos, por lo que éstas deben estudiarse a 

profundidad para encontrar posibles soluciones.  
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Este trabajo es importante en la medida que identifica y estudia las tensiones, para 

proponer algunas posibles soluciones a las mismas y, con ello, puede contribuir a la 

efectividad de los mecanismos implementados.  

De hecho, también es importante porque algunas legislaturas de los estados han 

armonizado su legislación local con la reciente reforma federal de abril de 2020 y, de 

hecho, retoman algunos de los mecanismos que podrían tener problemas y que se 

estudiarán en este proyecto. Tales son los casos de Oaxaca y Baja California5.  

 

III. OBJETIVO 

 

Objetivo general: Identificar si efectivamente contar con una definición general y muchas 

manifestaciones de la violencia política, utilizar el proceso especial sancionador en materia 

electoral para sancionar la violencia política, contar con una multiplicidad de vías para 

sancionar la violencia política, y definir como requisito de elegibilidad para puestos de 

elección popular no contar con sentencia penal por violencia política, genera tensiones con 

otros principios, procesos y derechos humanos al momento de la ejecución de las normas 

reformadas por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de abril de 

2020. 

 

  

 
5 En efecto, en ambos casos se incorporaron artículos a las legislaciones locales que mencionan los mismos 

mecanismos que se cuestionan en este trabajo.  
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IV. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

La violencia política es un fenómeno al que se le ha prestado atención especialmente el 

último lustro en México, pues ha sido una de las principales manifestaciones que 

obstaculiza la participación de las mujeres en el ámbito público. Si bien muchos de los 

casos documentados fueron atendidos por autoridades administrativas electorales y 

tribunales electorales, esta atención se realizaba sin un marco legal claro que definiera 

dicha conducta, ni los mecanismos para su atención y sanción.  

No es sino hasta el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de 

abril de 2020, que se reforman y adicionan diversas disposiciones legales en torno al tema 

de violencia política por razón de género, y se incorporan al marco legal diversas vías para 

atenderla y sancionarla. Sin embargo, aún y cuando estos cambios legales representan pasos 

importantes para lograr la participación política de las mujeres en condiciones de igualdad, 

se identifica que al momento de la ejecución de algunas de las normas reformadas se 

generan tensiones con otros principios, procesos y derechos humanos que podría 

terminar por minar la efectividad de dichas disposiciones recién incorporadas, y con 

ello la capacidad del cambio deseado.  

En particular se identifica que contar con una definición general y muchas 

manifestaciones de la violencia política, utilizar el proceso especial sancionador en materia 

electoral para sancionar la violencia política, contar con una multiplicidad de vías para 

sancionar la violencia política, y definir como requisito de elegibilidad para puestos de 

elección popular no contar con sentencia penal por violencia política, son los principales 

componentes que entran en tensión al momento de aplicar las normas reformadas. 
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La pregunta de investigación es la siguiente: 

¿De qué manera una definición general y muchas manifestaciones, el proceso 

especial sancionador en materia electoral, la multiplicidad de vías para sancionar y el 

requisito de elegibilidad para puestos de elección popular, entran en tensión con otros 

principios, procesos y derechos humanos al momento de la ejecución de las normas 

reformadas a partir del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de 

abril de 2020? 

Las causas que se identifica es la ineficiencia en la metodología utilizada para 

construir el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de abril de 2020. 

Si bien éste incorporó las observaciones y comentarios de expertas y grupos feministas, no 

se hizo un esfuerzo suficiente de síntesis y coherencia para que su aplicación fuera 

armonioza con otros principios, procesos y derechos humanos.  

Por otra parte, el efecto principal de las tensiones identificadas es la obstaculización 

del objetivo principal del Decreto multicitado, es decir, que las mujeres cuenten con 

mecanismos efectivos de denuncia y sanción de la violencia política, pues, en concreto, las 

resoluciones que recaigan sobre los asuntos podrían ser revocadas en instancias superiores, 

al violar principios, procesos o derechos humanos.  
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V. MARCO TEÓRICO 

 

V.I EL PRINCIPIO DE PARIDAD 

 

Este apartado tiene el objeto de explicar aspectos básicos relacionados con el entendimiento 

del principio de paridad en México. Se considera que esto es importante en la medida no se 

puede hablar de violencia política sin antes hablar del principio de paridad, sus 

antecedentes y su incorporación al marco legal mexicano. Lo anterior, porque fue en el 

desarrollo conceptual del principio de paridad, en donde se acuñó la violencia política.  

En primer lugar, se expondrán algunas de las razones que motivaron la adopción del 

principio de paridad en Francia, donde tiene sus orígenes. Después se mencionará cómo fue 

adherido al marco legal mexicano y cuáles son algunas de las intepretaciones que se 

considera más importantes en relación con sus alcances. Como se verá, desarrollo de esos 

alcances está relacionado con conductas, principalmente de los partidos políticos, 

encaminadas a incumplir con la repartición equilibrada del poder político entre mujeres y 

hombres. De esa forma, se puede concluir que la violencia política no es otra cosa que el 

nombre que se le da a aquellos actos encaminados a frustrar el principio de paridad.  
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V.I.I Orígenes del principio de paridad 

 

Actualmente el principio de paridad no es sinónimo de 50-50, porque más allá de ser un 

concepto cuantitativo, es cualitativo, pues tiene como finalidad generar un contexto en el 

que las mujeres participen en la disputa por el poder político en igualdad.  

No obstante, en sus orígenes, sí se consideraba que la finalidad era la ocupación del 

50% por mujeres de los puestos de elección popular, específicamente del órgano 

legislativo. La paridad tiene sus orígenes en Fracia a finales de los 80 del siglo XX durante 

la crisis de la representación política y, con ello, del universalismo francés, cuya lógica 

descansaba en la idea de que la representación política era de la Nación, y esta estaba 

conformada por “individuos” abstractos y, por lo tanto, la diferencia sexual, es decir, la 

diferencia física entre mujeres y hombres, no era suceptible de dicha abstracción, por lo 

tanto, no era necesaria la presencia de mujeres en la política. En otras palabras, la diferencia 

sexual no era una cuestión que pudiera abstraerse y, por tanto, ser sujeta de representación 

(Wallach, 2012: 29-66).  

Las paritaristas francesas de aquella época cuestionaban dicha concepción, pues la 

diferencia sexual sí era importante, por lo que el individuo “abstracto” que formaba parte 

de la Nación al cual se representaba no era uno sino dos: mujeres y hombres. De ahí que 

reclamasen 50% de los espacios de participación política a través del impulso de una nueva 

configuración del individuo político que debía dejar de pensarse desde la “asexualidad” 

que, de hecho, era sinónimo de masculinidad. Es decir, ese “ser asexual y abstracto” que 

según los defensores del universalismo francés representaba a la Nación en realidad sí tenía 

sexo y todas las atribuciones sociales del mismo: era un hombre heterosexual masculino 

(Wallach, 2012: 93-130). 
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Por ello, las cuotas (acciones afirmativas) de origen estadounidense cuya finalidad 

era contrarrestar la discriminación de la que habían sido objeto las minorías6 eran 

insuficientes, pues se apostaba por un nuevo paradigma de representación política que, en 

términos prácticos, implicaba para las defensoras de la paridad la reconstrucción del 

individuo político para que dejara de ser masculino, se reconociera la diferencia sexual y se 

lograra una auténtica representación del pueblo francés (la Nación) conformado por el 50% 

de mujeres (Wallach, 2012: 67-112).  

Dicha lógica podría asimilarse con la representación política descriptiva que 

sostiene que los intereses de quienes son representados y representadas serán defendidos 

por aquellas personas que tengan las mismas características (o similares), de manera que un 

órgano colegiado de representación debe estar conformado de manera correspondiente con 

toda la Nación (Fenichel, 1985:64). Bajo esta lógica, los intereses de las mujeres serían 

mejor representados por las mujeres.  

Sobre dicha concepción, se considera, es importante precisar dos aspectos. El 

primero es que la idea de que las mujeres representan “mejor” a las mujeres, no 

necesariamente es aceptada en todas las corrientes del feminismo, ya que implica sostener 

que las mujeres son una unidad de pensamiento, intereses y experiencias de vida, lo cual no 

es así. De hecho, también hubo algunas paritaristas francesas, como Francoise Gaspard, que 

al mismo tiempo que argumentaban la importancia de la “desmasculinización” del 

individuo político, también sostenían que las mujeres no necesitaban una representación 

independiente de algún supuesto interés común. Tampoco afirmaban que las mujeres 

 
6 Aunque las mujeres no constituyen una minoría en número poblacional, al ser también un grupo en 

desventaja, como son los grupos históricamente discriminados, en muchas ocasiones se las incluyó dentro de 

esos grupos.  
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aportarían una perspectiva diferente a las operaciones de la política, sino que la falta de 

representación era la causa y consecuencia de diferentes tipos de exclusiones que, por 

supuesto, deberían ser contrarrestadas (Wallach, 2012: 91). 

Esa última idea nos lleva al segundo aspecto. La discusión sobre la paridad ha 

dialogado siempre con el concepto de discriminación por razón de género, lo que ha 

implicado que en su desarrollo conceptual, como veremos en el caso mexicano, vaya más 

allá de la búsqueda de una conformación 50-50 en los órganos colegiados de toma de 

decisiones públicas, y se acerque más a la idea de la búsqueda de la igualdad sustantiva, lo 

que solo es posible si se construyen contextos en los que las mujeres participen en igualdad 

de condiciones respecto de los hombres. En otras palabras, los mecanismos que se han 

utilizado para llegar a la paridad encuentran asidero en la perspectiva de no discriminación7 

y no en la representación descriptiva que se mencionó al inicio.   

 
7 Es aquella que tiene como finalidad, de forma similar a la perspectiva de derechos humanos, reconocer a los 

grupos históricamente discriminados para darles un trato diferente, con el objeto de compensar la desigualdad 

de la que han sido objeto. Una de las diferencias más importantes entre ambas perspectivas es que la 

antidiscriminatoria hace especial énfasis en el reconocimiento de la discriminación como problema 

estructural, por lo que exige que las medidas que se tomen tiendan a transformar sistemas completos para 

volverlos igualitarios. 
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V.I.II México 

 

La búsqueda de la participación política de las mujeres en México no inició con la 

incorporación del principio de paridad sino con otros mecanismos. En primer lugar en 

1953, se reconoció el derecho a votar y, con ello, a ser votadas, de las mujeres (DOF, 

1953). Posteriormente, en la reforma político-electoral de 1993, una de las modificaciones 

al entonces Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) señaló 

la inclusión de la recomendación para lo partidos politicos de promover mayor 

participación de las mujeres en los comicios. Luego, en 1996, cuando se reformó el mismo 

ordenamiento, se incluyó que los partidos políticos no podían postular a más del 70% de 

alguno de los sexos, sin embargo, no había sanciones por inclumplimiento. Con la reforma 

en materia político-electoral de 2002 se adicionó el artículo 175-A al COFIPE, en donde se 

advirtió que los partidos políticos no podían postular en más del 60% de sus candidaturas a 

personas del mismo sexo y la sanción para aquellos partidos políticos que incumplieran era 

la negativa de registro de sus listas. Finalmente, en 2008, también hubo una reforma 

político-electoral que agregó al ordenamiento multicitado que las listas de las candidaturas 

de representación proporcional se integrarían por bloques de cinco candidaturas y en cada 

bloque tendría que haber dos candidaturas de género distinto de manera alternada. Sin 

embargo, quedaban exceptuadas del cumplimiento de las reglas mencionadas, las 

candidaturas que fueran resultado de un proceso partidario democrático interno.8 

Luego de diversas controversias importantes en relación con la operación de las 

cuotas, por ejemplo, sobre la excepción al cumplimiento cuando las candidaturas eran 

 
8 Ver los artículos 8.2, 8.3, 219.1, 219.2 y 220 del COFIPE de 2008.  
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obtenidas mediante procesos partidarios democráticos internos de selección de 

candidaturas, y el caso de las “juanitas” en 20099, se fueron modificando las 

interpretaciones de los mecanismos de acción afirmativa a través de acuerdos 

administrativos o de sentencias emitidas por órganos electorales.  

Hasta la reforma político electoral de 2014, se agregó a la Constitución el principio 

de paridad. La redacción del artículo 41, fracción I, segundo párrafo, señalaba lo siguiente: 

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 

democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y 

como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del 

poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y 

mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para 

garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales 

y locales. Sólo los ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e 

individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de 

organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos y 

cualquier forma de afiliación corporativa (DOF, 2014). 

 
9 En esos años las fórmulas de las candidaturas podían estar integradas por personas de sexo distinto, lo que 
permitía que se postulara a mujeres como propietarias y a los hombres como suplentes (para que dicha 

fórmula se contabilizara a favor del cumplimiento de la cuota por parte de los partidos políticos). Sin 

embargo, algunas mujeres, una vez que habían obtenido el triunfo, renunciaban o pedían licencia de su cargo, 

lo que tenía como consecuencia que sus compañeros hombres, quienes eran suplentes, ejercieran el cargo. En 

2009 esta mecánica cobró relevancia en medios de comunicación porque fueron 12 diputadas quienes, al 

mismo tiempo, el día en que tomaron posesión, pidieron licencia para el cargo, cediéndole el espacio a sus 

colegas hombres. Al respecto, se puede ver, por ejemplo, la siguiente nota periodística “Juanitas y Manuelitas, 

la historia se repite” de Xóchitl Pimienta Franco, disponible en el siguiente link consultado el 4 de septiembre 

de 2020: https://www.forbes.com.mx/juanitas-y-manuelitas-la-historia-de-repite/ 
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La paridad se había incorporado para el puesto de diputaciones, sin embargo, la 

interpretación que sobre ella hicieron los órganos electorales, administrativos y 

jurisdiccionales, fue mucho más allá.  

Así, la reforma de 2014 contempló la obligación para los partidos políticos de 

postular en el 50% de las candidaturas para legisladores y legisladoras a mujeres, lo que se 

traducía, en el caso de las de mayoría relativa en la ocupación del 50% de esas candidaturas 

cuyas fórmulas debían estar integradas por personas del mismo sexo10. Por su parte, en las 

candidaturas de representación proporcional, las listas debían estar conformadas por 

fórmulas alternadas entre los sexos11, con lo que se pretendía que las mujeres tuvieran las 

mismas oportunidades de llegar por esta vía, ya que en el pasado, los partidos políticos 

postulaban al 50% de las mujeres de representación proporcional al final de las listas, lo 

que significada que para las candidaturas de algunos partidos las mujeres no llegaban 

debido a que la cantidad de curules a distribuirles por esa vía, no era suficiente para llegar 

al lugar donde estaban las mujeres. Asimismo, se contempló la facultad del INE y los 

Organismos Electorales Locales Electorales (OPLEs) para rechazar los registros que no 

cumplieran con estas reglas.12 Cabe señalar que todas estas reglas se incorporaron a la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE). 

También se especificó que en ningún caso se admitirían criterios que tuvieran como 

resultado que a alguno de los sexos le fueran asignados exclusivamente aquellos distritos en 

los que el partido hubiera obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso 

electoral anterior13 y, por último, se contemplaron algunas reglas en materia de 

 
10 Artículos 14, 233 y 234 de la LEGIPE. 
11 Artículo 234 de la LEGIPE. 
12 Artículo 234 y 241 de la LEGIPE.  
13 Articulo 3.5 de la LGPP 
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financiamiento público en relación con su destino a capacitación en materia de equidad de 

género y promoción y desarrollo del liderazgo político de la mujer.14 

Por su parte, las autoridades estatales (legislativas y administrativas) hicieron lo 

propio e incorporaron más reglas de paridad, incluso, para sus ayuntamientos.  

Durante el proceso electoral 2015, en donde hubo elecciones concurrentes15, el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) resolvió diversas 

controversias en las que se adoptaron nuevos criterios relacionados con los alcances del 

principio de paridad, por lo que a las reglas mencionadas se incoporaron otras.   

En relación con los órganos legislativos, se advirtió que, para el Congreso de la 

Unión, la postulación debía ser paritaria en el total de los distritos disponibles en el país, y 

no atendiendo al número de distritos de cada entidad federativa. Lo anterior, dado que una 

ciudadana queretana alegó, en su momento, que debía respetarse la paridad por entidad 

federativa con base en el número de distritos electorales federales que hubiere (TEPJF, 

2015).  

Para el caso de las diputaciones de representación proporcional, en algunas 

entidades federativas, fueron utilizadas como mecanismo de compensación ante la 

desproporción entre hombres y mujeres que habían llegado por la vía de mayoría relativa 

(TEPJF, 2014).16 

 
14 Artículos 51, 63 y 73 letra b, de la LGPP.  
15 Hay elecciones concurrentes cuando hay renovación de autoridades locales y municipales, por ejemplo, 

gubernatura, diputaciones y ayuntamientos, y renovación de autoridades federales, es decir, diputaciones, 

senadurías y presidencia de la República.  
16 En 2014 y 2015 se tienen los ejemplos de Coahuila y Querétaro, para cuyos órganos legislativos fue 

utilizada dicha lógica. Ver SUP-REC-936/2014 y SUP-REC-81/2015, respectivamente. No obstante, también 

hay criterios que contradicen esa lógica. Ver SUP-JRC-680/2015, SUP-JDC-1236/2015, SUP-REC-575/2015, 

SUP-REC-582/2015 y SUP-JRC-693/2015.  
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En cuanto a los ayuntamientos se aplicó el principio de paridad aunque no se 

contempló en las disposiciones constitucionales y legales de la reforma político electoral de 

2014, pero fue incorporado por medio de resoluciones jurisdiccionales que culminaron en 

jurisprudencia17. De hecho, el TEPJF incorporó las perspectivas vertical y horizontal de la 

paridad en los ayuntamientos, que implicaban, en el primer caso, que las planillas que se 

registraran debían estar conformadas por fórmulas alternadas entre los sexos y, en el 

segundo, que las candidaturas para las presidencias municipales debían estar repartidas 

50% en mujeres y 50% en hombres. Dicho criterio dio lugar a la jurisprudencia de rubro 

PARIDAD DE GÉNERO. DIMENSIONES DE SU CONTENIDO EN EL ORDEN 

MUNICIPAL (TEPJF, 2015). El TEPJF también emitió criterios relacionados con la 

compensación a través de alteraciones a las listas de regidurías por representación 

proporcional, con el objeto de alcanzar la paridad (TEPJF, 2015).  

Durante los procesos electorales mencionado hubo discusiones y debates en torno a 

cómo se podía avanzar más hacia la igualdad sustantiva entre los sexos en el ámbito 

político, por lo que se empezó a hablar de que la paridad no solo debía estar enfocada en los 

puestos de elección popular, sino que la paridad debía estar presente en otros órganos 

colegiados de toma de decisiones públicas. En ese sentido, el primer precedente 

jurisdiccional que hubo al respecto fue del TEPJF, y en él ordenó que los órganos de 

dirección internos de los partidos políticos debían estar integrados paritariamente. Dicho 

precedente se convirtió en la jurisprudencia de rubro PARIDAD DE GÉNERO. LOS 

 
17 Muy pocas legislaciones locales contemplaron la paridad en ayuntamientos, ya que la Constitución y la 

LEGIPE no la mencionaban. La jurisprudencia a la que se hace mención es la siguiente: PARIDAD DE 

GÉNERO. DEBE OBSERVARSE EN LA POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS PARA LA 

INTEGRACIÓN DE ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN POPULAR FEDERALES, ESTATALES Y 

MUNICIPALES (TEPJF, 2015).  
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PARTIDOS POLÍTICOS TIENEN LA OBLIGACIÓN DE GARANTIZARLA EN LA 

INTEGRACIÓN DE SUS ÓRGANOS DE DIRECCIÓN (TEPJF, 2018). 

Las interpretaciones sobre los alcances del principio de paridad continuaron 

evolucionando y el 16 de junio de 2019 se publicó en el DOF la reforma titulada Paridad en 

todo, mediante la que se modificaron diversos artículos de la Constitución con el objeto de 

reconocer, con rango constitucional, la obligación de que todos los órganos públicos 

colegiados se integraran paritariamente (y no solo los que se eligen por voto popular). 

Asimismo, aunque no se trata de un órgano colegiado, se incluyó que debía haber paridad 

en la designación de las y los titulares de las Secretarías de Estado. En varias de las 

disposiciones modificadas, se estableció que lo mismo debía suceder a nivel local (DOF, 

2019). 

Si bien los avances alcanzados en relación con las reglas para la postulación de 

candidaturas (y después de la reforma de 2019 para todos los órganos públicos colegiados) 

que apuntan a no dejar ningún espacio posible para una ocupación desequilibrada entre los 

sexos han logrado cometidos importantes en términos cuantitativos, no han sido suficientes 

para eliminar los obstáculos que por razón de género enfrentan las mujeres durante la 

contienda electoral o cuando están ejerciendo el cargo.  
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Elaboración propia con datos del Instituto Nacional Electoral disponibles en la base de datos Mujeres 

Electas.18 

 

 
Elaboración propia con datos del Instituto Nacional Electoral disponibles en la base de datos Mujeres 

Electas.19 

 

 
18 Dicha base de datos está disponible en la siguiente liga, misma que fue consultada el 4 de enero de 2021: 

https://igualdad.ine.mx/mujeres-en-la-politica/mujeres-electas/ 
19 Dicha base de datos está disponible en la siguiente liga, misma que fue consultada el 4 de enero de 2021: 

https://igualdad.ine.mx/mujeres-en-la-politica/mujeres-electas/ 
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De hecho, todas las reglas de paridad han aparecido como consecuencia de los 

intentos de no cumplir con la misma, es decir, son soluciones a la violencia política por 

razón de género que se ha ejercido en contra de las mujeres, traducida en intentos de minar 

el ejercicio de su derecho a la participación política.    

Asimismo, debe tomarse en cuenta que las reglas para llegar a cierto puesto no 

impactan en las reglas para ejercerlo. En efecto, las reglas de paridad han estado enfocadas 

en garantizar la llegada de las mujeres a los puestos públicos, pero no tienen efectos en que 

una vez asumido el cargo, se les permita ejercerlo plenamente. Lo anterior puede tener 

varias explicaciones, y aunque este ejercicio académico no tiene el objetivo de dilucidarlas, 

sí se debe mencionar que los obstáculos que enfrentan las mujeres, una vez que están 

ejerciendo el cargo tiene relación con que los espacios de toma de decisión siguen siendo 

espacios masculinos dominados por hombres, aunque haya mujeres o más mujeres que 

hombres en algunas ocasiones, es decir, no se trata de una cuestión meramente cuantitativa. 

Los estereotipos de género presentes en la sociedad juegan en contra de las mujeres a la 

hora de labor pública, ya que menosprecian su labor como funcionarias públicas o no se 

toman las medidas necesarias para que puedan desempeñar su trabajo en igualdad de 

circunstancias. Por ejemplo, cuando se les exige el mismo tiempo de trabajo pero, a su vez, 

son madres de familia que cargan con la mayor resposabilidad en el hogar y no existen 

instituciones eficientes para otorgar cuidados. De igual manera, cuando se les relega a 

tareas “tradicionalmente” entendidas para mujeres, por ejemplo, en el caso de las 

legislaturas, al asignarlas principalmente a comisiones cuyos temas son educación, 
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bienestar, grupos vulnerables o igualdad de género, y se les excluye de temas “masculinos” 

como hacienda y presupuesto o de las juntas de coordinación política.20   

En conclusión, por sí mismo, el principio de paridad no garantiza una trasformación 

cultural para que las mujeres ejerzan el poder y accedan a espacios de gobierno en 

condiciones de igualdad. Desafortunadamente, más mujeres como funcionarias públicas no 

se ha traducido en una igualdad cualitativa (Senado, 2020:7). 

En realidad, los avances en los marcos legales no se han traducido en la igualdad 

sustantiva que se busca. De hecho, uno de los principales obstáculos es la violencia política 

siendo más visible a partir de la adopción de reglas de paridad, pues de conformidad con el 

estudio sobre la participación política de las mujeres a nivel municipal: proceso electoral 

2017-2018 de ONU-Mujeres, a mayor participación política de las mujeres, mayor el nivel 

de violencia (Senado, 2020:7). 

 

V.II ANTECEDENTES A LA REFORMA DE ABRIL DE 2020 EN MATERIA DE 

VIOLENCIA POLÍTICA 

 

La violencia política por razón de género, en contraste con la violencia política en 

términos generales, se ha entendido como una derivación de actos violatorios del principio 

de igualdad, porque engloba las acciones u omisiones que tienen por objeto o resultado, el 

menoscabo de derechos político electorales de las mujeres por razón de género, es decir, 

lleva implícita discriminación. 

 
20 De conformidad con la tipología de violencia política incorporada a la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, las anteriores serían manifestaciones de dicho tipo de violencia. 
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Antes de que se utilizara en alguna resolución formal el concepto de violencia 

política por razón de género, hubo sentencias en donde se concluía que ciertos actos eran 

constitutivos de discriminación en perjuicio de mujeres en el ámbito político electoral. Un 

ejemplo de ello fue en 2011, en la Comunidad de Emiliano Zapata, en San Juan Cotzocón, 

Mixe, Oaxaca, en donde varios hombres amenazaron a la tesorera de dicha agencia 

municipal con el argumento de que en ese lugar mandaban hombres. Incluso un profesor de 

la comunidad había “ordenado” encarcelar a la funcionaria, pues a su consideración, ella 

“no había aprendido que en ese pueblo mandaban los hombres”. Esta situación, junto con 

otras relaciondas con la elección en ese municipio, fue demandada ante el TEPJF, y aunque 

en aquel momento no se advirtió expresamente que se trataba de violencia política (TEPJF, 

2016), actualmente sí encuadraría como tal.   

El concepto violencias política fue adoptado por las autoridades electorales durante 

la segunda mitad de esta década, como respuesta a diversas controversias en donde el 

común denominador era la obstaculización de los derechos político electorales de las 

mujeres. Hay quienes afirman que este “fenómeno” fue incrementando conforme las 

acciones afirmativas a favor de la participación política de las mujeres también aumentaron, 

no obstante, también se reconoce que las limitaciones a la participación política de las 

mujeres siempre han existido (Rodríguez y Avena, 2020).  

De hecho, como se vio en el apartado anterior, las medidas que se han ido 

adoptando desde inicios de este siglo para acelerar la participación política de las mujeres 

han incrementado considerablemente, al punto de que, actualmente, en relación con la 

postulación de candidaturas, no existe espacio o vía de postulación que no sea impactada 

por alguna regla de paridad, lo que ha propiciado que, al menos los órganos colegiados que 

son electos por la vía del voto popular, estén integrados paritariamente. Así, la presencia de 
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mujeres en puestos de toma de decisión ha crecido drásticamente en los últimos procesos 

electorales, y con ello, las acciones encaminadas a obstaculizar dicha participación.  

Lo anterior puede ser una especie de consecuencia numérica, es decir, hay más 

mujeres, hay más personas a quienes se les puede limitar el acceso al cargo o al ejercicio 

pleno del mismo por razón del género, aumentando la cantidad de posibles víctimas de este 

fenómeno21; por otro lado, “el aumento” de la violencia política también puede ser una 

interpretación de la realidad, y al haberle asignado un nombre a las acciones que pretenden 

obstaculizar la participación política de las mujeres, y comenzar a hablar  públicamente de 

dicho fenómeno, se genera la impresión de que los casos han aumentado, cuando en 

realidad lo que sucede es que ahora los nombramos y, se han generado las bases para 

denunciarlos, como actos que constituyen violencia política por razón de género. De hecho, 

podría deberse, también, a una combinación entre ambas hipótesis. 

Independientemente de los motivos para el aumento del fenómeno de la violencia 

política, este apartado se propone anunciar los antecedentes que se consideran más 

relevantes sobre el concepto, y así poder contrastar, en el siguiente, los avances o retrocesos 

que puede implicar la reforma de abril de 2020. Por ello, en primer lugar se explicarán 

algunas generalidades de la que fue la primera herramienta para la atención de este tipo de 

casos, y que destaca por aportar una de las primeras definiciones y las características de 

esta conducta, es decir, el Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres; 

posteriormente se expondrán casos de violencia política que sentaron precedente en 

relación con el ejercicio de un cargo público (caso Rosa Pérez), la campaña electoral (caso 

Martha Érika Alonso), la carga de la prueba (caso Angélica Vázquez) y las consecuencias 

 
21 Es decir, en la medida que se ha evidenciado que las mujeres son víctimas de este fenómeno, y que su 

presencia ha aumentado en el espacio público.  
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por la vía político electoral de la comisión de este tipo de conductas (caso Juan García 

Arias y caso Dante Montaño Montero).  

 

V.II. I Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres 

 

En 2016, el TEPJF, en colaboración con el INE, la Fiscalía Especializada para la Atención 

de Delitos Electorales, la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Secretaría de 

Gobernación, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, la Comisión Nacional para 

Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el Instituto Nacional de las Mujeres y 

la Fiscalía Especial para los Delitos de violencia contra las Mujeres y Trata de Personas, 

emitieron el Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres (el Protocolo), 

como un esfuerzo para llenar los vacíos legales que existían en torno al fenómeno, es decir, 

había casos de violencia política por razón de género, y si bien algunos estaban siendo 

atendidos por la vía jurisdiccional electoral, otros estaban desatendidos por la falta de 

previsión legal al respecto, ya que algunas autoridades se veían impedidas para resolver, 

sancionar o emitir medidas por conductas cuyo conocimiento no era de su competencia. Por 

ejemplo, en la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales se creó una 

dirección para la atención de casos de violencia política contra las mujeres, aunque no 

podía investigarse el delito de violencia política, pues no había sido tipificada como tal en 

el Código Penal Federal o en la Ley General de Delitos Electorales. De esa manera, dicha 

dirección se limitó a orientar a las víctimas que buscaban apoyo, para que activaran otros 

mecanismos ajenos al ámbito penal.   
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Si bien la creación del Protocolo no pretendía sustituir una reforma legal, en un 

primer momento conceptualizó la violencia política y señaló algunas acciones que podían 

hacer diversas autoridades. La definición que se propuso en dicho instrumento fue:  

Todas aquellas acciones y omisiones -incluida la tolerancia- que, basadas en 

elementos de género y dadas en el marco del ejercicio de derechos político 

electorales, tengan por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocmiento, 

goce y/o ejercicio de los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a un 

cargo público.  

Asimismo, enunció algunas de las acciones más recurrentes que la constituían 

(TEPJF, 2016).  

También se establecieron dos pautas para reconocer cuando la violencia política era 

por razón de género: 

1. Cuando la violencia se dirige a una mujer por ser mujer. Es decir, cuando las 

agresiones están especialmente planificadas y orientadas en contra de las mujeres por 

su condición de mujer y por lo que representan en términos simbólicos bajo 

concepciones basadas en prejuicios. Incluso, muchas veces el acto se dirige hacia lo 

que implica lo “femenino” y a los “roles” que normalmente se asignan a las mujeres.  

2. Cuando la violencia tiene un impacto diferenciado en las mujeres o les afecta 

desproporcionadamente. Este elemento se hace cargo de aquellos hechos que afectan 

a las mujeres de forma diferente o en mayor proporción que a los hombres, o bien, de 

aquellos hechos cuyas consecuencias se agravan ante la condición ser mujer. (TEPJF, 

2016). 
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Por último, se señalaron cinco elementos para la identificación de este tipo de casos: 

1. El acto u omisión se dirige a una mujer por ser mujer, tiene un impacto 

diferenciado y/o afecta desproporcionadamente a las mujeres.  

2. El acto u omisión tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres.  

3. Se da en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el 

ejercicio de un cargo público (sin importar el hecho de que se manifieste en el ámbito 

público o privado, en la esfera política, económica, social, cultural, civil, etcétera; 

tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación 

interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política).  

4. El acto u omisión es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, 

sexual y/o psicológico. 

5. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, 

colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 

comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas.  

El Protocolo fue (y ha sido) utilizado varias ocasiones como herramienta para la 

resolución de este tipo de casos. Incluso, tiempo después, se emitieron dos siguientes tesis 

jurisprudenciales por parte del TEPJF que utilizan la definición contemplada en el 

Protocolo y los cinco elementos para su identificación.22  

 
22 Jurisprudencia 48/2016. VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES 

ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS 

ELECTORALES.- De lo dispuesto en los artículos 1°, 4°, 35 y 41, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 4, inciso j), de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer; II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer; y 7, inciso a), de la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; así como lo 

establecido en el Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres, se concluye que la 

violencia política contra las mujeres comprende todas aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o 

servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un impacto diferenciado en ellas o les 
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Aún en 2017 hubo una actualización del Protocolo que precisó algunos aspectos que 

se consideraba no habían quedado del todo claros, por ejemplo, los alcances del propio 

Protocolo como herramienta jurídica, la importancia de distinguir la razón de género en este 

tipo de casos y las competencias concretas que tenían cada una de las autoridades que 

podían estar involucradas.  

 

  

 
afectan desproporcionadamente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos político-

electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. El derecho de las mujeres a una vida libre de discriminación y 

de violencia, se traduce en la obligación de toda autoridad de actuar con la debida diligencia y de manera 
conjunta para prevenir, investigar, sancionar y reparar una posible afectación a sus derechos. En 

consecuencia, cuando se alegue violencia política por razones de género, problema de orden público, las 

autoridades electorales deben realizar un análisis de todos los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer 

efectivo el acceso a la justicia y el debido proceso. Debido a la complejidad que implican los casos de 

violencia política de género, así como a la invisibilización y normalización en la que se encuentran este tipo 

de situaciones, es necesario que cada caso se analice de forma particular para definir si se trata o no de 

violencia de género y, en su caso, delinear las acciones que se tomarán para no dejar impunes los hechos y 

reparar el daño a las víctimas. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el dos de noviembre de dos mil dieciséis, aprobó por 

unanimidad de votos, la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. Gaceta de 

Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, 
Número 19, 2016, páginas 47, 48 y 49. 

Jurisprudencia 21/2018. VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN 

EN EL DEBATE POLÍTICO.- De una interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, 6°, y 41, 

Base I, Apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y del Protocolo para 

Atender la Violencia Política contra las Mujeres, se advierte que para acreditar la existencia de violencia 

política de género dentro de un debate político, quien juzga debe analizar si en el acto u omisión concurren los 

siguientes elementos: 1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el 

ejercicio de un cargo público; 2. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas 

de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un 

particular y/o un grupo de personas; 3. Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o 

psicológico; 4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los 
derechos político-electorales de las mujeres, y 5. Se basa en elementos de género, es decir: i. se dirige a una 

mujer por ser mujer, ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; iii. afecta desproporcionadamente a las 

mujeres. En ese sentido, las expresiones que se den en el contexto de un debate político en el marco de un 

proceso electoral, que reúnan todos los elementos anteriores, constituyen violencia política contra las mujeres 

por razones de género. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el tres de agosto de dos mil dieciocho, aprobó por unanimidad 

de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. Gaceta de Jurisprudencia y 

Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 11, Número 22, 2018, 

páginas 21 y 22. 
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V.II.II Caso de Rosa Pérez 

 

El caso de Rosa Pérez es uno de los más importantes dada la gravedad de lo acontecido y 

porque fue uno de los primeros casos en los que se utilizó el concepto de violencia política 

por razón de género.  

Rosa Pérez fue candidata para presidenta municipal de San Pedro Chenalhó, 

Chiapas, en 2015, y resultó electa. Desde que asumió el cargo hubo varios intentos por 

parte de algunos grupos de su municipio, supuestamente liderados por su propio síndico, 

para removerla del puesto. Incluso entre los intentos hubo amenzas de daño a su integridad 

física. Depués de algunos intentos de los grupos mencionados, Rosa Pérez firmó su 

renuncia y la envió al Congreso del Estado de Chiapas, pero en contra de su voluntad. De 

hecho, aunque el mismo día que envió la supuesta reuncia envió otro escrito en el que le 

advirtió al Congreso que firmó en contra de su voluntad, dicho órgano legislativo procedió 

a aprobarla. 

Ante la imposibilidad de ejercer el cargo para el que había sido electa, presentó su 

demanda ante la Sala Superior y solicitó se revocara el Decreto emitido por el Congreso de 

Chiapas en donde se aprobaba su renuncia. La Sala Superior resolvió darle la razón, ya que 

había quedado acreditado que ella había sido víctima de presiones y amenazas, lo que la 

había llevado a firmar el documento mediante el que renunciaba. Además, de las pruebas 

que se aportaron, también se desprendía que una de las razónes por las que deseaban 

removerla de su puesto, era porque era mujer, ya que era la primera vez que una mujer 

obtenía el triunfo como presidenta municipal, y los comentarios que algunas personas del 

grupo que la presionó señalaban estaban relacionados con que no iban a permitir que una 
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mujer ocupara ese cargo, ya que en ese municipio mandaban los hombres. La definición 

que se utilizó para configurar la conducta fue la del Protocolo.  

Asimismo, la Sala Superior señaló que, dado que el derecho a ser electa trasciende 

al derecho a ejercer el cargo plenamente, con los actos que habían quedado acreditados, se 

violaba su derecho político electoral a ser votada. Además, explicó que frustrar el ejercicio 

del cargo, también impacta en el derecho al voto de quienes la eligieron, puesto que: 

[…] dado que se encuentran estrechamente imbricados los derechos de sufragio 

activo y pasivo, puede entenderse que la realización de actos encaminados a impedir 

o dificultar el ejercicio de un cargo público representativo, como lo sería, en vía de 

ejemplo, una presidencia municipal, no sólo están en aptitud de enervar el derecho 

de quien ha sido electo para dicho cargo, sino que sus efectos perniciosos se 

extienden a la ciudadanía en su conjunto, pues, en casos extremos, se frustra el 

propósito de la democracia como mecanismo legitimador del poder público (TEPJF, 

2016: 84).  

Por último, se determinaron medidas de reparación, entre las que estuvo la 

restitución de Rosa Pérez como Presidenta Municipal, la instrucción a las autoridades 

locales para que apoyaran a Rosa Pérez en su reincorporación al Ayuntamiento, así como 

para guardar el órden y seguridad en dicho lugar. Por último, se ordenó la publicación, 

difusión y traducción de la sentencia, con el objeto de que la comunidad perteneciente al 

municipio conociera lo que se había resuelto.  
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V.II.III Caso Martha Érika Alonso Hidalgo 

 

Otro caso relevante para la construcción de los alcances de la violencia política es el de la 

ex candidata a la Gubernatura de Puebla, Martha Érika Alonso Hidalgo. En dicho caso la 

Sala Superior confirmó la suspensión de un promocional por considerar que con el mismo 

se actualizaba la hipótesis de violencia política.  

En efecto, el Partido Acción Nacional (PAN) denunció un promocional del Partido 

Revolucionario Institucional (PRI) en el que se mostraba una mujer que, aparentemente, era 

la candidata Martha Érika Alonso Hidalgo, quien se miraba en un espejo y preguntaba 

“espejito, espejito mágico ¿quién va a ser el nuevo gobernador de Puebla?” a lo que el 

espejo, quien tenía la imagen de Rafael Moreno Valle, respondía “Yo” y luego decía 

“perdón, los dos” y luego “tú mi vida, tú”. Al final una voz decía “que no te platiquen 

cuentos, votar por Martha Erika es reelegir a Moreno Valle”. Ante esa denuncia, el INE 

ordenó la no difusión de dicho promocional como medida cautelar en lo que se estudiaba el 

fondo del asunto.  

En dicho caso, la Sala Superior determinó, de forma preliminar al tratarse de la 

confirmación de medidas cautelares, que el video sí podía constituir violencia política por 

razón de género, dado que el ambiente y las frases que se utilizaban mostraban una 

situación en donde una mujer quiere ser gobernadora pero será su esposo quien gobierne. 

Por considerarse importante, a continuación se muestra el razonamiento exacto que hizo la 

Sala: 

[El promocional] en un ambiente privado (una habitación aparentemente de una 

casa y un diálogo entre cónyuges), intentan mostrar a una mujer sin proyecto propio 

de Gobierno y sin toma de decisión, dependiente de un vínculo matrimonial, a tal 
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grado de ignorarla pues con la afirmación de que votar por ella es reelegir a su 

cónyuge, implica desconocerla no solo como persona sino como la candidata a 

Gobernadora de Puebla, lo que reproduce un estereotipo negativo basado en el 

género, una desigualdad de poder que responde a una generalizada situación de 

supra a subordinación entre hombres y mujeres.  

Ello se entiende de esa manera al considerar que, por muchos años la 

sociedad aceptó que, el rol de la mujer en el matrimonio era de sumisión y 

obediencia al cónyuge, por tanto, en el caso, se muestra que la función de la mujer 

es la de ser candidata a Gobernadora para que, una vez electa, entregue el cargo a su 

esposo, ese es su papel como mujer en el matrimonio. 

Por otra parte, resulta innecesario que se manifieste expresamente una frase 

discriminatoria por razón de género, ya que se reconocen varios tipos de violencia 

contra las mujeres como la simbólica, la cual, a través de patrones estereotipados, 

mensajes, valores, íconos o signos, se transmita y reproduzca dominación, 

desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la 

subordinación de la mujer en la sociedad. Por tanto, no es forzoso que se refieran 

frases expresas para estar en presencia de la violencia política por razón de género. 

Por ende, al afirmar que, si la candidata es electa, su esposo, el exgobernador 

se reelegirá; a partir de dicha vinculación, ella es considerada solo como un 

instrumento para que supuestamente Rafael Moreno Valle acceda nuevamente a la 

gubernatura del Estado de Puebla. Ello, bajo la apariencia del buen derecho, se 

puede llegar a traducir en violencia simbólica en contra de la candidata, porque se le 

niega su individualidad y personalidad propia, lo cual escapa de la finalidad para la 

que está prevista la propaganda de campaña (TEPJF, 2018). 
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En conclusión, este precedente es relevante en la medida que fijó un estándar de 

análisis sobre la forma en la que los partidos políticos hacen campaña en medios de 

comunicación, y advirtió que la violencia política por razón de género no necesariamente 

requiere de la demostración de violencia física, sino que, en ocasiones, la violencia está 

implícita en los mensajes, sobre todo cuando éstos replican estereotipos discriminatorios 

para las mujeres.   

 

V.II.IV Caso Angelina Vázquez 

 

En 2016, Angelina Vázquez fue electa por la asamblea general comunitaria del Municipio 

de Santa Catalina Quierí, Oaxaca, como suplente de la regiduría de Equidad de Género. En 

2019, ella y otros regidores impugnaron la omisión de la autoridad municipal de 

convocarlos a sesiones de cabildo y de pagarles las dietas respectivas. Además, alegaron ser 

víctimas de violencia política por razón de género y por su condición de adultos mayores. 

No obstante, en la instancia jurisdiccional local se resolvió que sí hubo violación a los 

derechos de Angelina y los demás regidores, se advirtió que no se acreditaba la violencia 

política por razón de género o debido a que eran personas adultas mayores, ya que del 

expediente no se advertía ninguna prueba, ni siquiera indiciaria, que apuntara a su 

acreditación. Por ello, Angelina impugnó dicha resolución y la Sala Regional del TEPJF 

correspondiente modificó dicha sentencia para confirmar, tanto la violencia política por 

razón de género, como por su condición de adulta mayor. Los razonamientos de la Sala son 

importantes dado que descansan en una valoración de la prueba distinta a la “común”, es 

decir, “quien afirma tiene que probar”, tal como se ha hecho en otros casos en donde hay 
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violencia de género23. A continuación, se transcriben los que se consideran los argumentos 

más importantes: 

[…] ha sido criterio de este Tribunal Electoral, que en los casos donde se alegue 

violencia política contra las mujeres debe implementarse un juzgamiento con 

perspectiva de género; el cual implica, entre otras cosas, reconocer un estándar de 

valoración probatoria de especial naturaleza con respecto a la declaración de las 

víctimas, identificar y erradicar estereotipos que produzcan situaciones de 

desventaja al decidir, así como emplear de manera adecuada la cláusula de libre 

valoración probatoria en la que se sustenta este tipo de asuntos. 

[…] 

Por ende, resulta factible concluir que el estándar probatorio en esos casos debe ser 

flexible, incluyendo la referida cláusula libre de valoración probatoria, dentro de la 

que resulta preponderante el dicho de la víctima. 

Partiendo de las premisas anteriores, es claro que, en el caso, el Tribunal 

responsable no realizó ese ejercicio de enfoque de derechos humanos, pues 

desvirtuó el dicho de la actora al considerar que no existía mayor elemento que sus 

manifestaciones y que no se podían acreditar las circunstancias de modo, tiempo y 

lugar, pasando por alto que cuando se realizan actividades ilícitas, la actitud normal 

de los autores es no dejar huella de lo acontecido. 

En estima de este órgano colegiado, la valoración probatoria de la 

responsable fue indebida, porque no tomó en cuenta que en el caso sí existía un 

 
23 Como ejemplo de la utilización de este criterio se pueden ver, al menos, los asuntos resueltos por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación identificados con las claves Amparo en Revisión 3246/2016 y 

Contradicción de Tesis 299/2014. 
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medio de convicción adicional al dicho de la actora, el cual consistía en las 

constancias de los expedientes JDCI/14/2019 y acumulados, así como sus 

respectivos incidentes, de donde se puede concluir que el Presidente Municipal ha 

tenido una actitud renuente a realizar lo que le fue ordenado en la sentencia dictada 

por el órgano judicial local desde el veintinueve de marzo del año en curso, lo cual, 

en la doctrina jurídica, se conoce como la repetición del acto reclamado. 

[…]esta Sala Regional considera que la acreditación de la repetición del acto 

reclamado consistente en no cumplir con una sentencia judicial que ordenó reparar 

el derecho de la actora a ser votada, en la vertiente de ejercicio y desempeño del 

cargo, es suficiente para acreditar la violencia política en razón de género y por la 

calidad de adulta mayor de la actora, pues, se insiste, pese a que existe una sentencia 

definitiva que ordenó la restitución de su derecho a ejercer el cargo para el cual fue 

electa, ésta no se ha materializado en su esfera jurídica, sin que se logre advertir una 

justificación objetiva y razonable para dicho incumplimiento (TEPJF, 2019). 

En ese sentido, aunque no es el único caso de violencia política por razón de género 

en el que la carga de la prueba ha sido distinta, el precedente es importante en la medida que 

advierte que el incumplimiento de una sentencia por parte de personas denunciadas por 

violencia política por razón de género, es, aparentemente, razón suficiente para tenerla por 

acreditada.  
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V.II.V Caso Juan García Arias  

 

En 2017, Juan García Arias, Presidente Municipal de San Juan Colorado, Oaxaca, fue 

encontrado responsable de violencia política por razón de género en contra de su Síndica 

Municipal. Ante ello, el Tribunal Electoral que lo encontró responsable, le ordenó i) 

restituir a la víctima de violencia política en su cargo; ii) dejar de obstaculizar el ejercicio 

del cargo de la víctima y de realizar acciones que implicaran violencia política por razones 

de género en su contra.  

En 2018, Juan García Arias fue postulado para reelegirse como Presidente 

Municipal en el mismo Ayuntamiento. No obstante, el Partido de Mujeres Revolucionarias 

impugnó su candidatura al considerar que no contaba con el requisito de elegibilidad 

consistente en un “modo honesto de vivir”, lo que se actualizaba dado que había cometido 

violencia política en contra de la Síndica Municipal. Finalmente, el entonces candidato 

perdió el registro dado que la Sala Regional correspondiente sí lo canceló no solo bajo el 

argumento de que había cometido violencia política, sino que había incumplido con la 

sentencia que le ordenaba diversas acciones para reparar las violaciones que había 

cometido, y en consideración de dicho órgano jurisdiccional, ello sí actualizaba el 

incumplimineto al requisito de “contar con un modo honesto de vivir” (TEPJF, 2018). 

Dicha resolución fue confirmada por la Sala Superior, aunque ésta hizo mayor énfasis en la 

comisión de la violencia política. A continuación, se exponen los argumentos que se 

consideran más relevantes de dicho Órgano Superior: 

I. De la interpretación de la expresión “modo honesto de vivir” que establece el 

artículo 34 de la Constitución federal, para definir su alcance como requisito de 

elegibilidad, se concluye que quien aspire a la reelección inmediata en un cargo 
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público debe respetar los principios del sistema democrático mexicano, lo que 

incluye la prohibición de violencia política por razón de género, lo cual se traduce 

en una situación de violencia institucional, que incide de manera importante en el 

desempeño del encargo por parte de una síndica y, correlativamente, en los valores 

fundamentales de gobernabilidad y representatividad, afectando el normal 

funcionamiento del ayuntamiento.  

II. Por tanto, fue correcto que dejara sin efectos la candidatura del recurrente, 

porque al estar demostrada la concurrencia de actos de violencia política por razones 

de género, que implican, a su vez, una violencia de carácter institucional, se 

desvirtúa la presunción de tener un modo honesto de vivir, como requisito de 

elegibilidad para contender por la reelección inmediata a presidente municipal.  

Lo anterior, porque quedó acreditado que el recurrente, durante el 

desempeño del cargo por el cual pretendió la reelección incurrió en actos 

reprochables al obstaculizar a una servidora pública cumplir con sus funciones, y  

III. Al revocar el registro de la candidatura en cuestión se establecen efectos 

relevantes y consecuencias efectivas a la realización de actos que generan violencia 

política en razón de género, en un contexto de especial gravedad (TEPJF, 2018).  

Aunque este es uno de los precedentes más importantes relacionado con las 

consecuencias de cometer violencia política, como se detallará en el siguiente apartado, la 

reforma de abril de 2020 lo modificó. Lo anterior, porque la reforma mencionada señala 

que para que un candidato o candidata pueda no ser elegible no será suficiente que cuente 

con una sentencia en su contra por violencia política de un tribunal en materia electoral o 

administrativa, sino que será necesaria una sentencia en materia penal, lo que conlleva la 



 39 

aplicación de estándares distintos para la acreditación de la conducta y la operación de 

principios jurídicos diferenciados a las otras materias.  

 

V.II.VI Caso Dante Montaño Montero 

 

En julio de 2020, la Sala Superior del TEPJF le ordenó al INE la emisión de lineamientos 

para la creación de un registro nacional de personas sancionadas por violencia política por 

razones de género. Lo anterior, dado que modificó una resolución de la Sala Regional 

Xalapa, del TEPJF, en la que se había determinado la existencia de violencia política por 

parte en contra de Dante Montaño Montero, Presidente Municipal en Oaxaca y ordenado al 

OPLE de Oaxaca una lista de personas que hubieren incurrido en ese tipo de violencia, 

resolviendo la Sala Superior que dicho registro sí era procedente, pero que también debía 

existir uno a nivel nacional (TEPJF, 2020).  

De hecho, aún y cuando la sentencia se emitió después de la reforma de abril de 

2020, la Sala Superior continuó hablando de la actualización de la causa de inelegibilidad 

de no contar con un modo honesto de vivir por haber cometido violencia política y no haber 

cumplido con las medidas que las sentencias le pueden haber impuesto. A continuación, se 

exponen algunos de los argumentos más relevantes de la resolución. 

Es válido y constitucional ordenar la integración de una lista de personas infractoras 

en materia de violencia política en razón de género porque se cumple el mandato 

constitucional al establecer un instrumento que permita verificar si una persona 

cumple el requisito de modo honesto de vivir y en consecuencia pueda competir y 

registrarse para algún cargo de elección popular.  
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De tal forma, que, con ese tipo de listas, las autoridades podrán conocer de 

manera puntal quiénes han infringido los derechos políticos de las mujeres, lo que 

contribuye a cumplir los deberes de protección y erradicación de violencia contra la 

mujer que tienen todas las autoridades del país.  

[…] 

El hecho de que una persona esté en el registro de personas sancionadas por 

VPG no implica necesariamente que esté desvirtuado su modo honesto de vivir, 

pues ello depende de las sentencias firmes emitidas por la autoridad electoral 

competente.  

Por tanto, no le asiste la razón al recurrente, porque la orden al Instituto local 

para integrar una lista de personas infractoras se justifica en el bloque de 

constitucionalidad respecto al deber de todas las autoridades para erradicar la 

violencia contra las mujeres. 

No obstante que se considera constitucional la creación de una lista en la que 

se registre a las personas infractoras, en el caso concreto, procede la modificación 

de la sentencia de la Sala Xalapa, porque la responsable únicamente le ordenó al 

Instituto local la creación de la lista y a la autoridad federal le dio vista en términos 

generales, siendo que la elaboración de esa herramienta también le corresponde al 

INE, en el ámbito de su competencia.  

[…] 

Inclusive, la utilización de ese tipo de herramientas es acorde con la reciente 

reforma en materia de erradicación de la violencia política de género, por lo que se 

le debe dar coherencia al sistema para que todas las autoridades electorales locales o 
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federales tengan la posibilidad de integrar listas de personas infractoras para el 

correcto ejercicio de las funciones que tienen encomendadas.  

Si bien es de suma relevancia la herramienta que se empezará a elaborar, ya que el 

INE emitió los lineamientos de creación del registro el pasado 4 de septiembre de 2020, se 

considera que puede representar algunas complejidades en relación con sus fines. Lo 

anterior, porque por un lado se dijo que la actualización de la ausencia del modo honesto de 

vivir (como requisito de elegibilidad) es el incumplimiento de sentencias en contra por 

violencia política, sin decir cuántas o el grado de incumplimiento; a su vez, se advierte que 

el registro es necesario para que el INE y los OPLEs “lo tomen en cuenta”, lo que se puede 

interpretar en el sentido de que estará al arbitrio de dichos órganos administrativos el no 

registro de un candidato o candidata por ese motivo, cuando la propia reforma de abril 2020 

señala que “son requisitos para ser Diputada o Diputado Federal o Senadora o Senador […] 

no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en 

razón de género”, es decir, solo se advierte como motivo de inelegibilidad contar con una 

sentencia penal por ese motivo, y no una sentencia en materia electoral (o cualquier otra). 

De esa forma, el registro contemplaría, entonces, otro requisito de elegibilidad, además de 

la sentencia penal, careciendo esa medida de fundamento legal según la reforma.    
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V.III LA REFORMA DE ABRIL DEL 2020 

 

El pasado 13 de abril de 2020, se publicó en el DOF un Decreto con reforma a diversos 

artículos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral, la Ley General de Partidos Políticos, la Ley 

General en Materia de Delitos Electorales, la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 

República, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. A través de ese Decreto se definió qué se entiende por 

violencia política y se establecieron las vías de denuncia, investigación y sanción (DOF, 

2020)24. A continuación se exponen las que se consideran las modificaciones más 

importantes. 

 

V.III.I Sobre las vías de denuncia 

 

Mediante la reforma se establecieron diferentes vías de demanda y/o denuncia. Estas son la 

penal, la administrativa-electoral, la electoral y la de responsabilidades administrativas. Es 

decir, quien sea víctima de violencia política puede denunciar penalmente la conducta, lo 

que significa que las autoridades ejecutivas y judiciales en materia penal investigarán y 

resolverán el asunto. De igual forma, puede denunciarse por la vía administrativa-electoral 

 
24 En este Decreto también se incorporaron otros aspectos importantes, aunque no relacionados con la 

violencia política. Por ejemplo, se reconoce que los derechos político-electorales se deben ejercer libres de 

discriminación; se reiteró en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (porque ya estaba 

en la Constitución) el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a contar con representantes ante los 

ayuntamientos; se detalló la paridad en los ayutamientos; se estableció que la Comisión de Igualdad de 

Género y no Discriminación del INE será permanente (antes de esta reforma era temporal); y se advirtió que 

en la conformación de los tribunales electorales locales deberá haber paridad.  
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ante un OPLE o ante el INE, quienes deberán investigar y presentar el caso ante un tribunal 

electoral (local o federal según corresponda) quien resolverá si se actualizó o no la 

infracción y su caso impondrá la sanción, ya que se estableció que el procedimiento que se 

debe seguir para este tipo de conductas es el correspondiente al procedimiento especial 

sancionador. Asimismo, se puede demandar ante un tribunal local o federal, ambos en 

materia electoral, quien deberá resolver si se actualizó o no la conducta y emitirá las 

medidas que estime pertinentes para que la misma cese y se repare el daño. Por último, 

también puede denunciarse ante un órgano interno de control como una forma de abuso de 

funciones por parte de servidoras o servidores públicos, y aquel deberá presentar la 

investigación realizada al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, quien resolverá si se 

actualizó o no la responsabilidad administrativa y en su caso impondrá la sanción.  

 

V.III.II La violencia política como supuesto de inelegibilidad 

 

El Decreto incorporó en la LEGIPE, al artículo 10, inciso g), lo siguiente: 

1. Son requisitos para ser Diputada o Diputado Federal o Senadora o Senador, 

además de los que señalan respectivamente los artículos 55 y 58 de la Constitución, 

los siguientes: 

[…] 

g) No estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las 

mujeres en razón de género. 
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Lo anterior significa que, en el supuesto de que alguien sea denunciado penalmente 

por violencia política y resulte con sentencia condenatoria, no podrá contender para los 

puestos de diputación federal o senaduría. 

 

V.III.III La definición de violencia política, sus manifestaciones y atribuciones para 

sancionar 

 

La reforma incorporó una definición de violencia política amplia y, además, enlistó un 

conjunto largo de expresiones de la misma. Dichas expresiones son, a su vez, conductas 

sancionables, pero dependiendo del ámbito ante el que se denuncie o demande, son menos 

o más. Es decir, si bien la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia advierte veintidós expresiones de violencia política, la LEGIPE y la Ley General 

de Delitos Electorales señalan que las conductas sancionales son menos.  

A continuación, se transcriben los artículos que dan muestra de lo anterior.    

Los artículos 3, inciso k) de la LEGIPE y 20 Bis de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia definen la violencia política de la siguiente manera 

(en adelante nos referiremos a esta definición como “definición general” y a las 

manifestaciones descritas en los siguientes artículos como “definiciones concretas” o 

“manifestaciones”): 

Es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y 

ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado 

limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y 

electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la 
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toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo.  

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 

cuando se dirijan a una mujer por ser mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella.  

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y puede ser 

perpetrada indistintamente por agentes estatales, por superiores jerárquicos, colegas 

de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, 

precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los partidos 

políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, 

por un particular o por un grupo de personas particulares. 

 

El artículo 20 Ter de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, advierte las siguientes expresiones de la violencia política: 

La violencia política contra las mujeres puede expresarse, entre otras, a través de las 

siguientes conductas:  

I. Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que 

reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres;  

II. Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u 

obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de organizaciones 

políticas y civiles, en razón de género;  
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III. Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de 

candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones en 

el desarrollo de sus funciones y actividades;  

IV. Proporcionar a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de elección 

popular información falsa o incompleta, que impida su registro como candidata o 

induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones;  

V. Proporcionar información incompleta o datos falsos a las autoridades 

administrativas, electorales o jurisdiccionales, con la finalidad de menoscabar los 

derechos políticos de las mujeres y la garantía del debido proceso;  

VI. Proporcionar a las mujeres que ocupan un cargo de elección popular, 

información falsa, incompleta o imprecisa, para impedir que induzca al incorrecto 

ejercicio de sus atribuciones;  

VII. Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia 

electoral se desarrolle en condiciones de igualdad;  

VIII. Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, 

degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género que 

reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o discriminación contra las 

mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos 

políticos y electorales;  

IX. Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que 

denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base 

en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen 

pública o limitar o anular sus derechos;  
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X. Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer candidata 

o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el propósito de 

desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su capacidad o 

habilidades para la política, con base en estereotipos de género;  

XI. Amenazar o intimidar a una o varias mujeres o a su familia o 

colaboradores con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o al cargo para el 

que fue electa o designada;  

XII. Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a 

cualquier puesto o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a las 

sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la 

toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o suprimiendo su derecho a 

voz y voto;  

XIII. Restringir los derechos políticos de las mujeres con base a la 

aplicación de tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o propios, que 

sean violatorios de los derechos humanos;  

XIV. Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de 

actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, cargo o 

función;  

XV. Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por 

encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir su 

reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de cualquier 

otra licencia contemplada en la normatividad;  

XVI. Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica o 

patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos;  
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XVII. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o 

atribución inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas 

u otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de igualdad;  

XVIII. Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a 

suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley; 

XIX. Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para 

proteger sus derechos políticos;  

XX. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o 

atribución inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del 

cargo en condiciones de igualdad;  

XXI. Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o 

restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad, o  

XXII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles 

de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un cargo 

político, público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos políticos 

electorales. 

 

Por su parte, el artículo 442 Bis de la LEGIPE, señala que las infracciones electorales que 

constituyen violencia política son las siguientes: 

1. La violencia política contra las mujeres en razón de género, dentro del 

proceso electoral o fuera de éste, constituye una infracción a la presente Ley por 

parte de los sujetos de responsabilidad señalados en el artículo 442 de esta Ley, y se 

manifiesta, entre otras, a través de las siguientes conductas:  

a) Obstaculizar a las mujeres, los derechos de asociación o afiliación política;  
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b) Ocultar información a las mujeres, con el objetivo de impedir la toma de 

decisiones y el desarrollo de sus funciones y actividades;  

c) Ocultar la convocatoria para el registro de precandidaturas o candidaturas, o 

información relacionada con ésta, con la finalidad de impedir la participación de las 

mujeres;  

d) Proporcionar a las mujeres que aspiran a ocupar un cargo de elección 

popular, información falsa, incompleta o imprecisa, para impedir su registro;  

e) Obstaculizar la precampaña o campaña política de las mujeres, impidiendo 

que la competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad, y  

f) Cualesquiera otra acción que lesione o dañe la dignidad, integridad o libertad 

de las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos y electorales. 

 

En relación con los OPLEs, la LEGIPE señala en su artículo 440 que las leyes locales 

deberán contemplar que la violencia política será atendida y, en su caso sancionada, por la 

vía de procedimientos especiales sancionadores. 

1. Las leyes electorales locales deberán considerar las reglas de los 

procedimientos sancionadores, tomando en cuenta las siguientes bases: 

[…] 

3. Deberán regular el procedimiento especial sancionador para los casos de 

violencia política contra las mujeres en razón de género. 
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Vale la pena destacar también que el artículo 456 de la LEGIPE, que contempla las 

sanciones para las infracciones electorales, advierte que por no prevenir, atender y erradicar 

la violencia política, los partidos políticos pueden ser sujetos de la reducción de hasta el 

50% de las ministraciones o con la cancelación del registro: 

III. Tratándose de infracciones relacionadas con el incumplimiento de las 

obligaciones para prevenir, atender y erradicar la violencia política contra las 

mujeres en razón de género, según la gravedad de la falta, podrá sancionarse con la 

reducción de hasta el 50% de las ministraciones del financiamiento público que les 

corresponda, por el periodo que señale la resolución.  

[…] 

V. En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y de 

esta Ley, especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y destino 

de sus recursos, así como las relacionadas con el incumplimiento de las obligaciones 

para prevenir, atender y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de 

género, con la cancelación de su registro como partido político. 

 

Luego, el artículo 3, fracción XV de la Ley General en Materia de Delitos Electorales 

retoma la definición general de la LEGIPE y la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia, sin embargo, cuando tipifica el delito, es decir, en su artículo 

20 Bis, limita las conductas que son sancionables por la vía penal: 

Artículo 3. […] 

XV. En términos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia, es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos 

de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 
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resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos 

y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la 

toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo.  

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 

cuando se dirijan a una mujer por ser mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella. 

Artículo 20 Bis. Comete el delito de violencia política contra las mujeres en 

razón de género quien por sí o interpósita persona:  

I. Ejerza cualquier tipo de violencia, en términos de ley, contra una mujer, que 

afecte el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, o el desempeño de un 

cargo público; 

II. Restrinja o anule el derecho al voto libre y secreto de una mujer;  

III. Amenace o intimide a una mujer, directa o indirectamente, con el 

objeto de inducirla u obligarla a presentar su renuncia a una precandidatura o 

candidatura de elección popular; 

IV. Amenace o intimide a una mujer, directa o indirectamente, con el 

objeto de inducirla u obligarla a presentar su renuncia al cargo para el que haya sido 

electa o designada;  

V. Impida, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a 

cualquier cargo público; rindan protesta; ejerzan libremente su cargo, así como las 

funciones inherentes al mismo;  
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VI. Ejerza cualquier tipo de violencia, con la finalidad de obligar a una o 

varias mujeres a suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad, 

en el ejercicio de sus derechos políticos y electorales;  

VII. Limite o niegue a una mujer el otorgamiento, ejercicio de recursos o 

prerrogativas, en términos de ley, para el desempeño de sus funciones, empleo, 

cargo, comisión, o con la finalidad de limitar el ejercicio de sus derechos políticos y 

electorales;  

VIII. Publique o divulgue imágenes, mensajes o información privada de 

una mujer, que no tenga relación con su vida pública, utilizando estereotipos de 

género que limiten o menoscaben el ejercicio de sus derechos políticos y 

electorales;  

IX. Limite o niegue que una mujer reciba la remuneración por el 

desempeño de sus funciones, empleo, cargo o comisión;  

X. Proporcione información incompleta o datos falsos a las autoridades 

administrativas o jurisdiccionales en materia electoral, con la finalidad de impedir el 

ejercicio de los derechos políticos y electorales de las mujeres;  

XI. Impida, por cualquier medio, que una mujer asista a las sesiones 

ordinarias o extraordinarias, así como a cualquier otra actividad que implique la 

toma de decisiones y el ejercicio del cargo;  

XII. Impida a una mujer su derecho a voz y voto, en el ejercicio del cargo;  

XIII. Discrimine a una mujer embarazada, con la finalidad de evitar el 

ejercicio de sus derechos políticos y electorales, impedir o restringir su 

reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad, o de cualquier 

otra contemplada en la normatividad, y  
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XIV. Realice o distribuya propaganda político electoral que degrade o 

denigre a una mujer, basándose en estereotipos de género, con el objetivo de 

menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales. 

 

Finalmente, el artículo 57 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

encuadra a la violencia política como una forma de abuso de funciones, y señala que la 

constituirán todas las conductas descritas en el artículo 20 Ter de la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia: 

Incurrirá en abuso de funciones la persona servidora o servidor público que ejerza 

atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o 

inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las 

personas a las que se refiere el artículo 52 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna 

persona o al servicio público; así como cuando realiza por sí o a través de un tercero, 

alguna de las conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
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V.III.IV La propaganda política libre de discriminación y violencia política 

 

Con el Decreto también se incorporó de forma expresa que la propaganda política debe 

estar libre de discriminación y violencia política. De hecho, se le otorga la atribución al 

INE para suspender mensajes en radio y televisión que constituyan violencia política.  

Artículo 247.  

[…] 

1. En la propaganda política o electoral que realicen los partidos políticos, las 

coaliciones, las personas candidatas y precandidatas, deberán abstenerse de 

expresiones que calumnien a las personas, discriminen o constituyan actos de 

violencia política contra las mujeres en razón de género en términos de esta Ley. El 

Consejo General y la Comisión de Quejas y Denuncias están facultadas para ordenar, 

una vez satisfechos los procedimientos establecidos en esta Ley, la suspensión 

inmediata de los mensajes en radio o televisión contrarios a esta norma, así como el 

retiro de cualquier otra propaganda. 

Artículo 415. 

1. El Instituto, podrá ordenar la suspensión inmediata de cualquier propaganda 

política o electoral en radio o televisión que resulte violatoria de esta Ley; lo anterior, 

sin perjuicio de las demás sanciones que deban aplicarse a los infractores.  

2. Cuando se acredite violencia política contra las mujeres en razón de género, en uso 

de las prerrogativas señaladas en el presente capítulo, el Consejo General ordenará de 

manera inmediata suspender su difusión, y asignará tiempos de radio y televisión con 

cargo a las prerrogativas del ciudadano o ciudadana infractora, quien deberá ofrecer 

disculpa pública, con la finalidad de reparar el daño.  
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V.III.V Sobre las medidas cauterales y de reparación del daño  

 

Por último, debe destacarse que se agregó a la LEGIPE medidas cauterales y de reparación 

exclusivamente para los casos de violencia política. No obstante, no se mencionó nada 

respecto del ámbito de responsabilidades adminisatrativas. En relación con la materia 

penal, aunque no se mencionó nada en la Ley General de Delitos Electorales, el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que es aplicable a esa materia, contiene un apartado 

completo sobre Medidas de protección durante la investigación, formas de conducción del 

imputado al proceso y medidas cautelares.  

A continuación, se exponen las medidas incorporadas con el Decreto a la LEGIPE: 

Artículo 463 Bis. 1. Las medidas cautelares que podrán ser ordenadas por 

infracciones que constituyan violencia política contra las mujeres en razón de género, 

son las siguientes:  

a) Realizar análisis de riesgos y un plan de seguridad;  

b) Retirar la campaña violenta contra la víctima, haciendo públicas las razones;  

c) Cuando la conducta sea reiterada por lo menos en una ocasión, suspender el uso de 

las prerrogativas asignadas a la persona agresora;  

d) Ordenar la suspensión del cargo partidista, de la persona agresora, y  

e) Cualquier otra requerida para la protección de la mujer víctima, o quien ella 

solicite. 

Artículo 463 Ter. 1. En la resolución de los procedimientos sancionadores, 

por violencia política en contra de las mujeres por razón de género, la autoridad 

resolutora deberá considerar ordenar las medidas de reparación integral que 

correspondan considerando al menos las siguientes:  
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a) Indemnización de la víctima;  

b) Restitución inmediata en el cargo al que fue obligada a renunciar por motivos de 

violencia;  

c) Disculpa pública, y  

d) Medidas de no repetición. 

 

VI. FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS 

 

Con el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de abril de 2020, que 

reforma y adiciona diversas disposiciones legales en torno al tema de violencia política por 

razón de género, muy probablemente en la ejecución de las normas reformadas entran 

en tensión los componentes, en primer lugar, el de la definición general, pues derivado de 

que además se incorporaron muchas manifestaciones específicas, se genera tensión con el 

principio de tipicidad. En segundo lugar, tomando en cuenta los fundamentos del 

procedimiento especial sancionador en materia electoral y, por otra parte, la naturaleza de 

la violencia política, al tratarse de una modalidad de violencia de género, se identifica que 

no son compatibles. En el tercer componente se identifica que al contar con multiplicidad 

de vías para sancionar se genera la posibilidad de tener resoluciones contradictorias o de 

violar el principio non bis in idem. Y en el cuarto componente, relacionado con el requisito 

de elegibilidad para puestos de elección popular de no contar con sentencia penal por 

violencia política, se estima que representa un retroceso respecto de los precedentes 

jurisdiccionales en la materia y, además, puede constituir una violación a los derechos 

político electorales de quien no cumpla con ese requisito. 
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Lo anterior, afecta la finalidad del Decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 13 de abril de 2020, el cual es que las mujeres cuenten con mecanismos 

específicos, claros y eficaces para denunciar la violencia política, así como sancionar dichas 

conductas.  

 

VII. PRUEBAS EMPÍRICAS O CUALITATIVAS DE LAS HIPÓTESIS 

 

La reforma en materia de violencia política del mes de abril de 2020 representa un paso 

muy importante para la lucha por la igualdad, pues en la medida en que las conductas 

encaminadas a frustrar la finalidad de dicho principio tengan consencuencias negativas 

importantes, se puede reducir su comisión y, con ello, aumentar la posiblidad de contar con 

una democracia paritaria. Además, que exista un marco normativo que regule los 

procedimientos de atención contribuye para que las víctimas de violencia política tengan 

acceso efectivo a la justicia y puedan tener una reparación del daño.  

No obstante, lo anterior, como se ha adelantado, se considera que algunos aspectos 

del diseño jurídico de la reforma generan tensiones con ciertos principios, procesos y/o 

derechos que pueden afectar la eficacia de los mecanismos de atención. Este apartado tiene 

el objeto de explicar y demostrar las razones para dicha afirmación.  
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VII.I La mutiplicidad de conductas sancionables  

 

El artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución señala que el Congreso de la 

Unión tiene la atribución de expedir las leyes generales  

que establezcan como mínimo los tipos penales y sus sanciones en las materias de 

secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad 

contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes, así como electoral;  

de igual forma advierte que las leyes generales “contemplarán también la distribución de 

competencias y las formas de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y 

los Municipios”.  

Lo anterior implica que ciertos delitos deberán ser definidos solo por el Congreso de 

la Unión, que deben contemplarse en leyes generales y, por tanto, serán aplicables en los 

ámbitos federal y local, y también, que las leyes generales (aunque no tengan que ver con 

esos delitos) contemplarán la distribución de competencias entre los diferentes ámbitos de 

gobierno.  

En el caso de la violencia política, todas las leyes reformadas son generales excepto 

dos25, y como se adelantó, se describió la conducta con una definición general y además se 

señalaron varias manifestaciones de la misma.  

 
25 No se toman en cuenta la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República ni la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, ya que en ninguna se incorpora la definición de violencia política o algún 

mecanismo de sanción. En la primera se señala que la Fiscalía hará una Base Estadística Nacional de 

Violencia Política contra las Mujeres por Razón de Género y que se cuenta con la posibilidad de crear una 

comisión especial temporal para los casos de violencia política. Por su parte, la segunda Ley Orgánica 

solamente incorpora el principio de paridad para los órganos jurisdiccionales.  
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La Ley General en Materia de Delitos Electorales tiene el objetivo de establecer los 

tipos penales en materia electoral y sus sanciones, además de distribuir competencias entre 

los ámbitos de gobierno. En relación con la violencia política, esta Ley retoma la definición 

general de violencia política expuesta en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia, pero el tipo penal lo describe de forma distinta mediante la 

descripción de catorce tipos de conductas en específico. 

Por su parte, la LEGIPE y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia si bien no atienden a una obligación de establecer tipos penales, sí 

tienen como uno de sus principales objetivos distribuir competencias en las materias que 

regulan. No obstante, se considera que la diferencia fundamental entre ambas leyes es que 

una sí contempla mecanismos concretos de atención y sanción a las conductas que se 

consideran ilegales y la otra no. Las conductas ilegales descritas en la LEGIPE constituyen 

faltas administrativas, especialmente denominadas infracciones electorales.  

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia ha sido 

tomada como referencia de esta reforma dado que la violencia política se catalogó como 

una modalidad de violencia de género y, en ese sentido, correspondería al ámbito de esa ley 

su regulación. De hecho, es la Ley que enumera la mayor cantidad de conductas que 

constituyen violencia política, reconociendo veintidós diferentes. Sin embargo, esa Ley no 

cuenta con herramientas concretas de acción o con un órgano específico que pueda llevar a 

cabo procedimientos de investigación y eventualmente sancionar las conductas que ahí se 

reconocen como violencia política26 ya que, en general, las conductas descritas en esa Ley 

no constituyen delitos y, tampoco, faltas administrativas.   

 
26 Si bien dicha Ley contempla el Sistema Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar La 

Violencia Contra Las Mujeres, éste tiene por objetivo la conjunción de esfuerzos, instrumentos, políticas, 
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Por su parte, la LEGIPE retoma la definición general de violencia política en el 

artículo que aporta definiciones generales para dicha Ley, sin embargo, en otro artículo 

relacionado con las infracciones electorales, señala que esta se manifiesta en seis conductas, 

pero no retoma la definición general. A diferencia de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la LEGIPE sí establece procedimientos para 

sancionar las conductas que ahí se describen como infracciones electorales. En concreto, se 

contemplan los procedimientos sancionadores ordinarios y procedimientos sancionadores 

especiales, y en ambos casos son los órganos administrativos electorales quienes los 

resuelven.  

En cuanto a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, como se 

adelantó, el artículo de abuso de funciones remite al artículo 20 Ter de la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia que, como comentamos antes, 

describe veintidós conductas.  

En conclusión, de conformidad con la reforma de abril 2020, la violencia política 

puede sancionarse por la vía penal electoral (Ley General en Materia de Delitos 

Electorales), por la vía administrativa electoral (LEGIPE) y por la vía administrativa de 

responsabilidades administrativas (Ley General de Responsabilidades Administrativas).  

Tomando en cuenta lo anterior, no debe pasar desaparcibido que uno de los aspectos 

fundamentales que opera dentro del derecho penal es el de tipicidad, que signfica que la 

conducta realizada y que se quiere sancionar corresponda exactamente con los elementos 

que describe el tipo penal. Por tipo penal, se entiende la descripción que el órgano 

 
servicios y acciones interinstitucionales para la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia 

contra las mujeres, es decir, son las instituciones del estado previamente diseñadas las que llevan a cabo 

acciones para atender la violencia de género.  
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legislativo hizo sobre el supuesto que consideró sujeto de sanción penal, es decir, cuáles 

elementos integran lo que se señaló como delito (Calderón, 2017:14). Ambos aspectos 

también son aplicables al derecho administrativo sancionador (como lo es el electoral y el 

de responsabilidades administrativas), ya que se trata de otra manifestación de la potestad 

punitiva del Estado27.  

Tal como está diseñado el marco legal descriptivo de la conducta, muchos supuestos 

son violencia política, y no son los mismos para el ámbito de cada una de las leyes 

generales reformadas. Si bien existe una “definición general”, las que tendrá que atender la 

autoridad sancionadora, ya sea electoral, penal o en materia administrativa, serán aquellas 

que fueron catalogadas específicamente como delitos o infracciones electorales o 

administrativas, sin poder aplicar la definición general, ya que eso violaría el principio de 

 
27 Para los efectos mencionados, se puede ver la siguiente tesis jurisprudencial: Tipicidad. El principio 

relativo, normalmente referido a la materia penal, es aplicable a las infracciones y sanciones 

administrativas. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del 

principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación 

normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, 
dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la 

sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de 

seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción 

legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su 

alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a 

complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para 

suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el 

derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la 

interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al 

aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las 

infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una 
sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la 

hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de 

razón. Tesis: P./J. 100/2006, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo 

XXIV, agosto de 2006, Jurisprudencia (Constitucional, Administrativa). También en la doctrina se puede 

encontrar la analogía del derecho penal con el derecho administrativo. Por ejemplo, el Dr. José Roldán Xopa 

(2012) afirma “Para tal efecto, se intentará precisar las características fundamentales de la sanción 

administrativa y del PES como una de sus vías adjetivas. Lo anterior es relevante ya que, al ser una 

manifestación de la potestad punitiva estatal, su tratamiento doctrinal y práctico importa del derecho penal sus 

instituciones fundamentales (tipicidad, culpabilidad, non bis in idem, etc.).” 
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tipicidad, que como se dijo, implica que la conducta que se va a sancionar esté reconocida 

como tal, es decir, como conducta sancionable administrativa o penalmente.  

Por otra parte, hay dos conductas sancionables por las vías de responsabilidades 

administrativas y administrativa-electoral que no cumplen con el principio de taxatividad, 

al igual que la utilización de la frase “entre otras”, utilizada en las leyes reformadas. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (2011) ha señalado que para determinar 

la tipicidad de una conducta, es decir, si sí encuadra dentro de la descripción dada por el 

órgano legislativo, la persona que aplica la norma debe tomar en cuenta, como derivación 

del principio de legalidad, al de taxatividad, es decir, la exigencia de un contenido concreto 

y unívoco, lo que implica que la descripción de la conducta no debe ser vaga, imprecisa, 

abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. De esa manera, el 

mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la 

conducta a sancionar sea tal que lo que es objeto de prohibición pueda ser conocido por el 

destinatario de la norma. 

Ahora bien, la LEGIPE señala, como última conducta constituyente de violencia 

política la siguiente: 

“Artículo 442 Bis. 

[…] 

f) Cualesquiera otra acción que lesione o dañe la dignidad, integridad o libertad de 

las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos y electorales. 

Por su parte, la Ley General de Responsabilidades Administrativas advierte en su 

artículo 57 que incurrirá en abuso de funciones la persona servidora que realice por sí o a 

través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la Ley 
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General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. La fracción XXII de 

dicho artículo señala: 

20 Ter.  

[…] 

XXII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar 

la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un cargo político, 

público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos políticos electorales. 

En ese sentido, se considera que dichas conductas no son específicas en cuanto a 

qué conducta es la que se sancionará, dejando al aplicador o aplicadora de la norma un 

ejercicio de analogía entre la conducta y la descripción en los supuestos mencionados, con 

lo que se viola el principio de taxatividad. Lo mismo sucede con la frase “entre otras” que 

no especifica conducta alguna, por lo que cualquier conducta “similar” podría tomarse 

como violencia política.  

 

VII.II El procedimiento especial sancionador y la violencia política 

 

Como se adelantó, la Reforma de abril de 2020 señaló, en la LEGIPE, que el INE recibiría 

denuncias por violencia política y que estos se investigarían y sancionarían por la vía del 

procedimiento especial sancionador. Lo mismo se advirtió para las entidades federativas, 

quienes resolverían por esta vía a través de los mismos tipos de procedimientos28. 

El procedimiento especial sancionador nace en 2006, ante una controversia que se 

presentó ante el entonces Instituto Federal Electoral (IFE), en relación con la propaganda 

 
28 Ver artículos 440 y 442 de la LEGIPE. 
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política de la “Alianza por México” que asociaba al candidato presidencial de la Coalición 

“Por el Bien de Todos” como funcionario público denunciado por corrupción.  

Dicho asunto fue planteado, en última instancia, ante la Sala Superior del TEPJF, ya 

que el IFE no resolvió el fondo del problema, al considerar que el procedimiento de queja 

establecido en el artículo 270 del COFIPE no era idóneo para el caso planteado, pues no 

permitía respetar las garantías mínimas de un debido proceso. El máximo órgano 

jurisdiccional resolvió que dicho Instituto sí contaba con atribuciones para resolver la 

controversia planteada, pero que debía implementar otro procedimiento que sí satisfaciera 

las garantías necesarias. De esa forma, mediante la sentencia que recayó sobre ese asunto se 

planteó la necesidad de institucionalizar un procedimiento que posibilitara resolver 

conflictos dentro de los procesos electorales que garantizara la legalidad de las elecciones29. 

Con ello, el IFE instrumentó un procedimiento teniendo como referencia lo pautado 

en la resolución mencionada, y en la reforma político electoral de 2007, se incorporó dicho 

procedimiento especial sancionador al COFIPE. En palabras del Dr. Roldán (2012)  

la arquitectura del PES se sustenta en el procedimiento sancionador, rediseñándose 

a partir de lo que el TEPJF estimó como sus insuficiencias [en el precedente 

mencionado], particularmente en la celeridad y en su capacidad para tutelar 

derechos de los participantes y a la vez la regularidad del proceso. 

Es importante tomar en cuenta que la necesidad de instaurar un procedimiento de 

este tipo no tenía como finalidad principal sancionar conductas, sino, como se dijo, 

salvaguardar la legalidad y los principios del proceso electoral así como los derechos de los 

actores políticos en un tiempo breve, dada la naturaleza del proceso electoral. Dicha 

 
29 Ver sentencias SUP-RAP-17/2006, y las posteriores sentencias correspondientes a los SUP-RAP-31/2006 y 

SUP- RAP-34/2006.  
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finalidad y características lo aparta de la doctrina tradicional del procedimiento sancionador 

(Roldán, 2012). El TEPJF advierte lo siguiente:  

PROCEDIMIENTO SUMARIO PREVENTIVO. FACULTAD DE LA 

AUTORIDAD ELECTORAL PARA INSTAURARLO.—El principio rector, 

contenido en la frac- ción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, permite establecer que las autoridades administrativas 

electorales tienen atribuciones relacionadas con la vigilancia de las actividades de 

los partidos políticos y coaliciones, así como de los candidatos y sus simpatizantes, 

para que tales actividades se desarrollen con apego a la ley. El ejercicio de dichas 

atribuciones debe satisfacer el principio depurador del proceso electoral respectivo, 

a fin de asegurar su apego a la legalidad a través del voto universal, libre, secreto y 

directo, con la finalidad de preservar la voluntad popular cuando se requiera la 

reorientación o reencauzamiento de las actividades de los actores políticos, a través 

del ejercicio de atribuciones correctivas e inhibitorias de la autoridad y no 

exclusivamente de aquellas que sean sancionadoras o anulatorias. De ahí que, la 

falta de regulación expresa en la ley ordinaria de un procedimiento sumario 

preventivo, no es obstáculo para que la autoridad electoral lo instaure, pues se deben 

privilegiar los principios rectores del orden constitucional.  

Como se adelantó, el procedimiento especial sancionador, al ser un mecanismo que 

deriva de la facultad punitiva del Estado, sigue la suerte de las instituciones 

procedimentales y sustantivas del derecho penal, sin perder de vista que ello no significa 

que sea un mecanismo idéntico al procedimiento penal (Roldan, 2012: 9), ya que en un 

caso se investigan delitos y, en el otro, infracciones electorales, teniendo consecuencias 

distintas en cada caso. Mientras uno puede traer como sanción la privación de la libertad, el 
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otro puede acarrear multas u otro tipo de restricciones a derechos no relacionados con la 

libertad. De hecho, lo anterior ha sido razonado por el TEPJF en la tesis jurisprudencial de 

rubro DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON 

APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL 

DERECHO PENAL. 

Ahora bien, antes de la incoporación de la violencia política como conducta 

sancionable por esta vía, se advertía en la LEGIPE que las siguientes eran las conductas 

sujetas a sanción mediante el procedimientos especial sancionador30: 

a) Violen lo establecido en la Base III del artículo 41 o en el octavo párrafo del 

artículo 134 de la Constitución (medios de comunicación social y propaganda 

gubernamental); 

b) Contravengan las normas sobre propaganda política o electoral, o 

c) Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña. 

Como se mencionó la finalidad de dicho proceso es la preservación del marco legal 

electoral y, con ello, de las elecciones. En la medida en que el incumplimiento de las 

obligaciones en materia electoral pueden ser no solo enmendadas, sino sancionadas, se 

garantiza la democracia representantiva. Sin embargo, esa no es la razón de la 

incorporación de la violencia política a la arena de infracciones administrativas electorales.  

De conformidad con la exposición de motivos de la reforma de abril 2020, el 

objetivo de diseñar un marco legal sobre violencia política es prevenir y sancionar dicho 

fenómeno (Senado, 2020), es decir, que las consecuencias por su comisión correspondan al 

 
30 Ver artículo 470 de la LEGIPE. 
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daño causado. De hecho, sobre el daño se señala que este debe ser reparado de forma 

adecuada y, por ello, se agregan a la LEGIPE medidas de reparación diferenciadas31.  

De esa manera, se puede ver cómo el procedimiento que fue asignado para los casos 

de violencia política no fue creado con una finalidad coherente con su tipificación, lo que 

impacta desde un nivel procedimental, específicamente con la acreditación de la conducta.  

En los procedimientos especiales sancionadores, incluyendo los relacionados con 

violencia política, la brevedad y las pruebas son medulares. En cuanto a las pruebas se 

señala que si no se ofrecen o aportan, la denuncia será desechada; además, se advierte que 

solo son admisibles las pruebas documental y técnica, cuestión que está relacionada con la 

brevedad del procedimiento32.  

Lo anterior, si bien tiene una finalidad lógica, afectará la atención de la violencia 

política. En efecto, esta es una modalidad de la violencia de género, y como sucede con la 

mayoría de sus modalidades, en muchas ocasiones ésta sucede en espacios o momentos de 

los que es prácticamente imposible contar con pruebas documentales o técnicas (a 

diferencia, por ejemplo, de toda la propaganda política o gubernamental, de la que siempre 

hay pruebas “fáciles” de obtener).  

Se puede tomar como ejemplos las amenazas o malos tratos que suceden a puerta 

cerrada y los impedimentos de participar con el uso de la voz en sesiones públicas en los 

 
31 El artículo 463 Ter señala: 1. En la resolución de los procedimientos sancionadores, por violencia política 

en contra de las mujeres por razón de género, la autoridad resolutora deberá considerar ordenar las medidas de 

reparación integral que correspondan considerando al menos las siguientes: a) Indemnización de la víctima; b) 

Restitución inmediata en el cargo al que fue obligada a renunciar por motivos de violencia; c) Disculpa 

pública, y d) Medidas de no repetición. 
32 Ver los siguientes artículos de la LEGIPE: artículo 472. 2. En el procedimiento especial no serán admitidas 

más pruebas que la documental y la técnica, esta última será desahogada siempre y cuando el oferente aporte 

los medios para tal efecto en el curso de la audiencia; artículo 474 Bis. 6. La Unidad Técnica de lo 

Contencioso Electoral desechará la denuncia cuando: a) No se aporten u ofrezcan pruebas. 



 68 

cabildos a las regidoras, de lo que en ocasiones solo hay pruebas testimoniales (no 

admisibles) o el dicho de la víctima.  

De hecho, en relación con los casos de violencia de género, como lo es la violencia 

política, el propio TEPJF han señalado que el dicho de la víctima tiene valor preponderante, 

como se adelantó en el marco teórico, en el caso de Angelina Vázquez, dado que se 

reconoce que este tipo de violaciones, en ocasiones, suceden en espacios privados. 

Es importante precisar, que los actos de violencia basada en el género, tales como la 

emisión verbal de cierto tipo de amenazas, tienen lugar en espacios privados donde 

ocasionalmente sólo se encuentran la víctima y su agresor y, por ende, no pueden 

someterse a un estándar imposible de prueba, por lo que su comprobación debe 

tener como base principal el dicho de la víctima leído en el contexto del resto de los 

hechos que se manifiestan en el caso concreto. (TEPJF, 2016) 

Cabe precisar que dicho razonamiento ha sido utilizado en varias ocasiones33, sin 

embargo, en todas se ha derivado de demandas electorales, cuyas consecuencias no son 

sancionar, sino modificar actos que son ilegales. Por ejemplo, mediante una demanda de 

juicio ciudadano para la protección de los derechos político electorales se puede impugnar 

la falta de pago de dietas de funcionarias públicas, ordenando el tribunal electoral que 

corresponda que se paguen las debidas y no se vuelvan a dejar de pagar, sin que se imponga 

una sanción.  

En ese sentido, el desarrollo que se ha alcanzado por la vía electoral (no 

sancionadora) deberá ser objeto de modulaciones cuando se trate de procedimientos que sí 

tengan la posibilidad de imponer una sanción, ya que de otra manera podría generarse un 

 
33 Pueden verse las sentencias identificadas con las claves SUP-JDC-1773/2016 Y SU ACUMULADO SUP-

JDC-1806/2016 y SX-JDC-683/2018. 
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desequilibrio desproporcional e injusto entre las partes del procedimiento especial 

sancionador de que se trate.  

De hecho, no modular dicho criterio también podría violar el derecho a la 

presunción de inocencia, eje rector de los procedimientos sancionadores. Ese derecho no 

solo implica que nadie es culpable en tanto se demuestre lo contrario, sino que tiene efectos 

concretos en relación con la acreditación de dicha culpabilidad. Es decir, las pruebas que 

obren en el expediente que se trate deben demostrar, fehacientemente, que a quien se va a 

sancionar es culpable de lo que se le imputa. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

señalado lo siguiente en relación con el principio de presunción de inocencia y el 

procedimiento administrativo sancionador: 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO NO PUEDE 

CONDICIONARSE A LA MANIFESTACIÓN EXPRESA DEL PRESUNTO 

INFRACTOR, EN EL SENTIDO DE QUE NO COMETIÓ LA CONDUCTA 

REPROCHADA.  

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 

43/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE 

PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.", sostuvo, en esencia, 

que el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento 

administrativo sancionador –con matices o modulaciones, según el caso–, por la 

calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de 

cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción, cuya consecuencia procesal, entre 

otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=2006590&Clase=DetalleTesisBL
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=2006590&Clase=DetalleTesisBL
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=2006590&Clase=DetalleTesisBL
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debido proceso. Por tanto, la aplicación de dicho principio no puede condicionarse a 

la manifestación expresa del presunto infractor, en el sentido de que no cometió la 

conducta reprochada, al resguardarse en el Texto Constitucional como derecho 

fundamental a favor de toda persona, exigiendo que para toda autoridad y ante el 

procedimiento al que se le sujete, no se estimen verosímiles los cargos atribuidos al 

gobernado respecto a la comisión de una falta administrativa. Así, este principio 

tendrá eficaz aplicación cuando el gobernado se enfrente a una acusación, cuyo 

propósito será el límite a la potestad represiva del Estado en ejercicio de su derecho 

punitivo; por lo que se concibe también como una garantía procesal en favor del 

imputado, dentro de todo enjuiciamiento o procedimiento administrativo. En estos 

términos, al ser un derecho fundamental, son irrenunciables su ejercicio y protección, 

por lo que su aplicación no puede estar sujeta a la manifestación del enjuiciado sino, 

por el contrario, implica que para imponer una sanción sea indispensable la certeza 

de la culpabilidad, ya que si lo que la motiva es una conducta, ante la duda de su 

existencia no hay razón para imponerla. 

Se concluye, entonces, que los criterios adoptados por el TEPJF en relación con la 

acreditación de la conducta no son aplicables a los procedimientos especiales 

sancionadores. Por ello, se propone la construcción de nuevos criterios, a partir de los casos 

que se presenten, que armonicen del derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas 

de violencia, con el derecho a la presunción de inocencia de las personas señaladas como 

responsables.  
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VII.III Diversidad de sanciones 

 

La exposición de motivos de la reforma de abril de 2020 señaló que la violencia política 

genera distintos tipos de responsabilidad, y se señala la penal, electoral, administrativa, 

civil y, en algunos casos, internacional (Senado, 2020: 22).  

Como se adelantó, el marco legal diseñado advierte la posibilidad de sancionar por 

la comisión de violencia política mediante diferentes vías. A continuación, se retomará cada 

una. 

Por la penal, a través de la Fiscalía Especializada para Delitos Electorales, quien 

hará la investigación correspondiente y, de contar con elementos suficientes, presentará el 

caso ante un juez o jueza penal, quien resolverá sobre la culpabilidad o no, de la persona a 

quien se le atribuyen los hechos. Asimismo, le corresponde al juez o jueza imponer la pena 

correspondiente. 

En relación con el ámbito electoral, se estableció que las denuncias se presentarían 

al INE o a los OPLEs, quienes deberán presentar sus investigaciones a la Sala 

Especializada del TEPJF o del tribunal electoral local que corresponda, dado que estos 

casos se resolverán mediante procedimientos especiales sancionadores. La Sala 

Especializada del TEPJF o el tribunal electoral que corresponda, deberán resolver sobre la 

culpabilidad o no, e imponer la sanción que se estime proporcional.  

El anterior procedimiento no se debe confundir con las demandas que se presenten 

ante los tribunales electorales, federal o locales, mediante juicios para la protección de los 

derechos político electorales, ya que mediante esos juicios si bien se puede modificar o 

anular actos que constituyan violencia política, no se puede imponer sanciones.  
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Por último, la vía de responsabilidades administrativas se tramita mediante los 

órganos internos de control, quienes deberán presentar su investigación ante el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, quien resolverá sobre la culpabilidad o no, e impondrá 

la sanción correspondiente. Lo anterior es así, ya que la violencia política fue catalogada 

como una forma de abuso de funciones, falta que es considerada como grave.  

Ahora bien, en ninguno de los artículos incorporados o modificados con la reforma 

de abril de 2020 se advierte alguna excluyente de competencia, es decir, alguna disposición 

que señale que, de conocer un caso concreto por parte de una autoridad, no podrá conocer 

otra. Es decir, por ejemplo, una persona, a quien llamaremos Pedro, quien es presidente 

municipal, puede ser denunciado y demandado por violencia política por no haber 

convocado a ocho sesiones seguidas de cabildo a una regidora, por las vías penal, electoral 

(administrativa y no administrativa) y de responsabilidades administrativas, pudiendo todas 

las autoridades investigar y sancionar a Pedro.  

Lo anterior, podría traer como consecuencia que las investigaciones arrojen 

resultados distintos, incluso contradictorios, por ejemplo, si la autoridad penal encontrara 

que no es responsable de la violencia política, y la autoridad administrativa-electoral que sí 

lo es. En ese supuesto, podría deberse al estándar de la prueba que es distinto en los 

ámbitos penal y administrativo, sin embargo, si se tratara de la vía de responsabilidades 

administrativas y la vía administrativa-electoral, tendría que resolverse de la misma 

manera. En caso de resolver de forma contraria, la persona sancionada podría impugnar la 

resolución que lo encuentre responsable ante la instancia correspondiente, y ésta tendría 

que justificarse de forma robusta un resultado opuesto, ya que aunque no están ligadas las 

autoridades de ambas materias (la de responsabilidades administrativas y la administrativa 

electoral), a ambas les son aplicables los mismos estándares del procedimiento, ya que se 
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trata de procedimientos administrativos sancionadores, por lo que no tendría razón de la 

existencia de resoluciones contradictorias. 

Incluso, aunque cada autoridad administrativa sancionadora tiene fundamentos 

legales distintos para imponer sanciones (en un caso es la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y en el otro la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales) podría hacerse valer la violación al principio de non bis in 

idem que es, según lo establece la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de 

rubro NON BIS IN IDEM. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE, POR EXTENSIÓN, AL 

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR,  

una garantía de seguridad jurídica, cuyo propósito es proteger al gobernado que ha 

sido juzgado por determinados hechos, para que no sea sometido a un nuevo 

proceso por ese motivo, lo que implica la certeza de que no se le sancione varias 

veces por la misma conducta. 
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VII.IV Requisito de elegibilidad  

 

Los requisitos de elegibilidad para diputaciones y senadurías están establecidos en los 

artículos 55 y 58 de la Constitución. Entre los requisitos están ser ciudadano o ciudadana 

mexicana, tener 21 años para diputaciones y 25 años para senadurías, ser originario de la 

entidad federativa en la que se contiende, no estar en servicio activo en el Ejército, no ser 

titular de alguno de los organismos autónomos, no ser ministro religioso y no haber sido 

reelecto por más de las ocasiones permitidas en el artículo 59 del mismo ordenamiento.  

A dichos requisitos se agregan los dispuestos en el artículo 10 de la LEGIPE, que 

señala, entre otros, “no estar condenada o condenado por el delito de violencia política 

contra las mujeres en razón de género”. 

Dicha disposición no solo implica un retroceso respecto de los avances alcanzados 

por la vía jurisdiccional, sino que además puede generar confusiones que reduzcan la 

efectividad de la medida. Por otro lado, la medida, puede violar los derechos político 

electorales de quienes estén en ese supuesto y, al estar enfocada en el ámbito penal, es 

desproporcional, pues se convierte en una “extensión” de la pena que se impondría por la 

comisión del delito. Que la medida sea desproporcional puede traer como consecuencia la 

inaplicación de la misma. A continuación, se explican las razones de ambas cuestiones.  

En el marco teórico se expusieron los casos Juan García Arias y Dante Montaño 

Montero, ambos relacionados con las consecuencias que puede haber por la comisión de 

violencia política. En el primero, la Sala Regional Xalapa y la Sala Superior, ambas del 

TEPJF, resolvieron que tener sentencias en cualquier materia, en contra, por violencia 

política sin cumplir, actualiza la falta de un requisito de elegibilidad que está en la fracción 

I del artículo 55 Constitución, el cual es ser ciudadano mexicano por nacimiento. Lo 
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anterior, porque para tener esa calidad, se requiere contar con un modo honesto de vivir, de 

conformidad con el artículo 34, fracción II, de la misma Constitución, cuestión que se 

desvirtúa si se comete violencia política y, además, se incumple con lo ordenado en las 

sentencias que dieron lugar a esos actos.  

De forma posterior (incluso a la reforma de abril de 2020) la Sala Superior del 

TEPJF ordenó que se crearan un registro nacional, y registros estatales, de personas que 

contaran con sentencia en contra por la comisión de violencia política “porque [con ello] se 

cumple el mandato constitucional al establecer un instrumento que permita verificar si una 

persona cumple el requisito de modo honesto de vivir y en consecuencia pueda competir y 

registrarse para algún cargo de elección popular”.  

Con base en lo anterior, se considera, se genera una confusión grave con lo 

dispuesto en la reforma de abril de 2020 que estableció con claridad como requisito de 

elegibilidad, en relación con la violencia política, no contar con sentencia penal al respecto, 

y no se refirió a otro tipo de sentencias, como las que emiten los tribunales electorales 

locales y el TEPJF. En ese sentido, si una de las intenciones de la reforma de abril de 2020 

era recoger en las leyes los avances alcanzados por la vía jurisdiccional, y establecer un 

marco jurídico claro para las víctimas (Senado, 2020), se debió señalar como requisito de 

elegibilidad no contar con sentencia en materia electoral-administrativa y/o de 

responsabilidad administrativa, más no penal. Haberlo dispuesto como se hizo en la 

reforma, deja sin fundamento legal al TEPJF, al INE y a los OPLEs, para generar un 

registro de infractores de violencia política para que sea tomado en cuenta por las 

autoridades administrativas electorales, pues de conformidad con la LEGIPE no podrán ser 

registrados como candidatos solamente quienes tengan una sentencia penal.  
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Por otra parte, haber dispuesto en una ley secundaria, como lo es la LEGIPE, que 

quienes cuenten con sentencia penal en contra por violencia política no pueden ser electos, 

puede constituir una violación a los derechos político-electorales de quienes se encuentren 

en ese supuesto, ya que la misma Constitución, en el artículo 38, señala que solo pueden 

“suspenderse” los derechos que se tienen como ciudadano o ciudadana (entre los que está 

ser votado) en los siguientes supuestos: 

I. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las 

obligaciones que impone el artículo 3634. Esta suspensión durará un año y se 

impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley;  

II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a 

contar desde la fecha del auto de formal prisión;  

III. Durante la extinción de una pena corporal;  

IV. Por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declarada en los términos que 

prevengan las leyes;  

V. Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de aprehensión hasta 

que prescriba la acción penal; y 

VI. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena esa suspensión. 

 
34 Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la República: I. Inscribirse en el catastro de la 

municipalidad, manifestando la propiedad que el mismo ciudadano tenga, la industria, profesión o trabajo de 
que subsista; así como también inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que 

determinen las leyes. La organización y el funcionamiento permanente del Registro Nacional de Ciudadanos y 

la expedición del documento que acredite la ciudadanía mexicana son servicios de interés público, y por tanto, 

responsabilidad que corresponde al Estado y a los ciudadanos en los términos que establezca la ley, II. Formar 

parte de los cuerpos de reserva en términos de ley; Fracción reformada III. Votar en las elecciones, las 

consultas populares y los procesos de revocación de mandato, en los términos que señale la ley; IV. 

Desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas, que en ningún 

caso serán gratuitos; y V. Desempeñar los cargos concejiles del municipio donde resida, las funciones 

electorales y las de jurado. 
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De esa manera, haber dispuesto sin límite de tiempo o de modificación de situación 

jurídica, que no podrá ser registrado como candidato o candidata quien “no esté condenado 

por violencia política”, no encuentra asidero en ninguno de los supuestos mencionados, 

excediendo entonces los límites de la restricción a ese derecho.  

Ahora bien, establecer como requisito de elegibilidad no contar con sentencia penal 

en la materia, lleva implícito, desde otra perspectiva, que la comisión del delito de violencia 

política tiene como consecuencia, además de la imposición de una pena consistente en 

multas y años de prisión contempladas en la Ley General de Delitos Electorales, no poder 

ser registrado como candidato o candidata para competir por un puesto de elección popular. 

Es decir, no poder participar como candidato o candidata es una extensión de la pena que 

en su caso se impondría, volviendo a esa medida desproporcional. A continuación, se 

transcribe una tesis jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en donde 

explica dicha desproporcionalidad en un caso que, desde el punto de vista jurídico, puede 

equipararse: 

PERITOS OFICIALES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE NUEVO 

LEÓN. EL ARTÍCULO 57 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DE ESA ENTIDAD FEDERATIVA QUE PREVÉ SU 

BAJA DEFINITIVA, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE 

LAS PENAS. El artículo citado establece como consecuencia de la comisión de los 

ilícitos administrativos que prevé, que el perito infractor sea dado de baja de la lista 

oficial de peritos de forma definitiva, esto es, que se le considere impedido por 

siempre para integrar dicha lista. Ahora bien, como las listas oficiales de peritos 

tienen una vigencia anual, conforme a los artículos 55 y 56 del Reglamento Interior 

del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nuevo León, dicha consecuencia 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


 78 

implica la imposición de una doble sanción administrativa, pues el perito oficial al 

ser dado de baja de la lista en la que estaba inscrito es destituido de su cargo de 

perito oficial, que era anual en atención a la vigencia de la lista, y además es 

inhabilitado definitivamente para ocupar el cargo de perito oficial, al considerarse 

que no podrá volver a integrar las listas futuras; de ahí que, el artículo 57 

mencionado viola el principio de proporcionalidad de las penas, contenido en el 

artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque se 

aplica a todos los ilícitos administrativos ahí previstos, sin distinguirlos tomando en 

cuenta su diferente gravedad, ni permitir que la pena pueda individualizarse 

conforme a las circunstancias particulares del perito oficial infractor. 

Finalmente, es importante mencionar que si se hubiere atendido a los precedentes 

mencionados en el marco teórico, en donde se contempla la posibilidad de dejar fuera del 

registro de candidaturas a quien tenga sentencias en contra por violencia política y, además, 

no haya cumplido con lo ordenado, considerando lo anterior como un supuesto de 

incumplimiento al modo honesto de vivir, se hubiere conservado lo extraordinario de ese 

tipo de casos y la necesidad de analizar con detalle cada caso concreto para dilucidar si es 

proporcional limitarle en el derecho activo, sin que existieren otras penas de por medio.  
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VIII. CONCLUSIONES Y NUEVA AGENDA DE INVESTIGACIÓN 

 

Con base en todo lo anterior, se concluye que la reforma de abril de 2020 contiene diversas 

disposiciones que generan tensiones con principios y derechos fundamentales que deben 

resolverse. Se considera que la forma idónea, aunque no real en el corto o mediano plazo, 

es que exista una nueva reforma que modifique lo siguiente: 

a) Se eliminen las manifestaciones de la violencia política de todas las leyes generales, 

y solo se mantenga la definición general reconocida en la Ley General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y en la LEGIPE. Si se mantiene una lista 

de ejemplos de violencia política se puede hacer mediante protocolos, lineamientos 

o reglamentos de actuación que orienten a las autoridades que deben atender estos 

casos. Con lo anterior, se genera certeza sobre cuál es la conducta específica que se 

sancionará, misma que es replicable en todos los ámbitos ya que se considera no es 

vaga o indeterminada.   

b) Dado que los fundamentos del procedimiento espacial sancionador en materia 

electoral y la acreditación de la violencia política como modalidad de violencia de 

género no son compatibles, se considera que una opción viable es que la violencia 

política se resuelva, por la vía administrativa electoral, a través del procedimiento 

ordinario sancionador.   

c) La multiplicidad de vías para sancionar genera la posibilidad de tener resoluciones 

contradictorias o de violar el principio non bis in idem, por lo tanto, se considera 

que el órgano legislativo deberá valorar cuál es la vía idónea para atender estos 

casos dependiendo del sujeto que los comete, es decir, si es la penal, la electoral o la 

de responsabilidades administrativas, para que se establezcan excluyentes de 
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competencias y cuando se active la vía adecuada al caso concreto, no exista la 

posibilidad de tener una resolución contradictoria por otra vía, o bien, no se viole el 

principio de non bis in idem.  

d) Dado que el requisito de elegibilidad para puestos de elección popular de no contar 

con sentencia penal por violencia política es un retroceso respecto de los 

precedentes jurisdiccionales y puede constituir una violación a los derechos político 

electorales de quien no cumpla con ese requisito, se considera que debe modificarse 

y señalar que quienes cuenten con una sentencia en contra por violencia política no 

podrán ser electos para el proceso electoral siguiente a la fecha en la que se emitió 

la sentencia final. Con ello, no se limita al ámbito penal y se define un periodo de 

tiempo concreto para no violentar el principio de proporcionalidad de la pena.  

No obstante, ya que es improbable que exista una reforma en el corto o mediano 

plazo, se estima que estos problemas deberán ser resueltos caso por caso, mediante diversas 

impugnaciones, en donde las y los juzgadores deberán ponderar los principios y derechos 

en juego para no desequilibrar los procesos.  

De hecho, se considera que cada problema identificado puede ser, en sí mismo, un 

nuevo problema específico de investigación académica que aporte elementos a la judicatura 

para resolver los casos.  
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